Radicado: 66001 60 00 000 2012 00006 01

Procesada: Cristina Omaira Suárez Erazo 

Delito: Concierto para delinquir y otros 

Asunto: Confirma sentencia de primera instancia


CAPTACIÓN MASIVA Y HABITUAL DE DINEROS/ Elementos/ Irretroactividad de la ley 

“(…) según el decreto 2920 de 1982, esta conducta se entiende realizada cuando: i) existe pasivo con el público con más de veinte personas o por más de 50 obligaciones por haber recibido dinero a título de mutuo o a cualquiera otro en que no se prevea como contraprestación el suministro de bienes o servicios, o cuando conjunta o separadamente se hayan celebrado en un período de más de tres meses más de veinte contratos de mandato con el objeto de administrar dineros de sus mandantes bajo la modalidad de libre administración, o para hacer el tipo de inversiones previstas en esa norma (…) de acuerdo a la prueba presentada en juicio se excedieron ampliamente los topes de personas y de obligaciones a cargo de DRFE, lo cual conduce a confirmar la sentencia impugnada (…) como responsable a título de coautora del delito de captación masiva y habitual de dineros descrito y sancionado por el artículo 316 del C.P que acarrea la consecuencia jurídica prevista inicialmente en esa norma, ya que en virtud del principio de irretroactividad de la ley penal no es posible aplicar a la procesada la sanción prevista en el artículo 2º de la ley 1357 de 2009 que es posterior a los actos que se le imputan.”

LAVADO DE ACTIVOS/ Se configura con las acciones ejecutadas para legitimar la captación ilegal/ Circunstancias de agravación por rango directivo de la procesada 
“(…) en atención al rango directivo que tenía la acusada en la empresa Proyecciones DRFE, desde la cual se transfirieron los dineros que fueron captados de manera irregular a la comercializadora DRFE, a efectos de darles apariencia de legalidad, sobre lo cual hicieron referencias específicas el interventor (…) y la investigadora Carla Cristina Castro Moscoso quien dijo que esas transferencias se hacían para tratar de legitimar las operaciones ilícitas de recaudo ilegal de dineros del público (…)”
CONCIERTO PARA DELINQUIR/ Conducta autónoma que se agotó con la pertenencia a la jerarquía superior de la empresa y con el ánimo de concertar delitos contra el orden económico social
“(…) tenían rango directivo en Proyecciones DRFE, estaban concertados para cometer el delito de captación masiva y habitual de dineros (…) fue ese constante recaudo del efectivo que los particulares colocaban en Proyecciones DRFE a través de los franquiciantes y asesores externos de esa compañía, lo que condujo a la transferencia de parte de esos caudales hacia la empresa Comercializadora DRFE, a efectos de darles visos de legalidad, lo que fundamentó la acusación contra la procesada por el delito de concierto para delinquir (…)”
COAUTORÍA IMPROPIA/ Participación indirecta en las conductas delictivas
(…) coautora de los delitos de captación masiva y habitual de dineros, lavado de activos agravado, enriquecimiento ilícito y concierto para delinquir en la modalidad prevista en el inciso 2º del artículo 340 del CP, que en lo relativo a las tres primeras conductas punibles enunciadas corresponden a un evento de coautoría impropia, de acuerdo al inciso 2º del artículo 29 del C.P. ya que no se demostró que la procesada COSE hubiera intervenido directamente en los actos de recaudo de dineros de los inversionistas de DRFE, que fueron realizados por los franquiciantes y asesores externos de esa compañía (…)
(…) se advierte debidamente probada la esencialidad de la contribución de la señora COSE para que se hiciera efectiva la  gigantesca defraudación atribuida a CAS a través de la firma DRFE, lo que lleva a concluir que su caso se adecua al supuesto de coautoría impropia deducido de la sentencia de primer grado, frente a los delitos ya mencionados, ya que esta forma plural de intervención en una conducta punible está determinada porque los intervinientes despliegan un comportamiento con base en un plan común, que implica una división funcional de la actividad delictiva en la fase ejecutiva.”
FIJACIÓN DE LA PENA/ Elementos de concurso, agravación y afectación a intereses colectivos/ No reformatio in pejus 
“(…) le asistió razón al fallador de primer nivel para incrementar en 22 meses la pena para el delito de lavado de activos agravado, ya que fue indudable el inmenso perjuicio que se causó al conglomerado social (…)” 
“Como ya se advirtió la pena de multa a imponer para el delito de lavado de activos será de 761.67 smlmv, la cual se aumentará en 1.17 smlmv por el punible de captación masiva y habitual de dineros, monto al cual se deben adicionar 3163.86 smlmv por el delito de concierto para delinquir agravado.  

(…) el monto de la multa debía proyectarse a partir de los $24.627.754.070 que fue el incremento patrimonial del señor CAS, el cual obtuvo con la colaboración de la acusada, quien como ya se advirtió, actuó bajo la modalidad de la coautoría impropia frente a esa conducta punible. Sin embargo, y en aras de salvaguardar el principio de la no reformatio in pejus, la sanción de multa por el delito de enriquecimiento ilícito será de 1.000 smlmv.” 

IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO/ Adecuada individualización desde las audiencias preliminares/ Falta de oposición de la defensa sobre la incorrecta identificación 
“(…) no queda duda que la acusada fue debidamente identificada, no sólo en esa audiencia, sino desde la solicitud de audiencia preliminar celebrada el 12 de septiembre de 2012, en la cual se dejó constancia de que el delegado de la FGN solicitó: `que se declare persona ausente a la señora Cristina Omaira Suárez Erazo, quien ha sido previamente individualizada y emplazada (…) sin que en esa oportunidad se hubiera hecho alguna manifestación en sentido contrario por parte de la defensa, lo cual tampoco ocurrió en la audiencia celebrada (…) donde se le formuló imputación (…) tampoco hizo uso de sus facultades en materia probatoria para demostrar que la persona acusada no estaba debidamente identificada e individualizada, por lo cual se considera que tampoco le asiste razón a la impugnante en este aspecto puntual de su recurso.”
Citas: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencias de 23 de septiembre de 2003 -rad. 17089- y de 12 de octubre de 2011 -rad. 27640-.  
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	Delitos
	Concierto para delinquir, captación masiva y habitual de dineros, lavado de activos e enriquecimiento ilícito 

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Penal del Circuito Especializado de Ibagué

	Asunto 
	Recurso de apelación contra sentencia de primera instancia 


1. ASUNTO A DECIDIR

Se decide lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por la defensora de la señora Cristina Omaira Suárez Erazo, contra la decisión adoptada por el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Ibagué, por medio de la cual se condenó a la procesada por los delitos sobre los que versó la acusación que se profirió en su contra.

2. ANTECEDENTES

2.1 La Fiscalía General de la Nación presentó escrito de acusación
 el día 26 de enero de 2010, en contra de Cristina Omaira Suárez Erazo, por las conductas punibles de captación masiva y habitual de dinero, lavado de activos con circunstancias de agravación, enriquecimiento ilícito y concierto para delinquir. Se incluyó el escrito el anexo que contenía las solicitudes probatorias de la Fiscalía General de la Nación
. El 10 de enero de 2013 el ente investigador radicó una adición al escrito de acusación
 Los hechos más relevantes consignados en el escrito de acusación son los siguientes: 

“De acuerdo a lo consignado en el proceso, se desprende que la presente actuación procesal tuvo su origen en una denuncia formulada en octubre 20 del 2.008 por el entonces Secretario de Gobierno Municipal de esta localidad, Dr. JOHN DIEGO MOLINA, quien puso en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación las presuntas actividades ilícitas desarrolladas en los Municipios de Pereira y Dosquebradas por parte de unas sucursales de la Sociedad D.R.F.E -Dinero Rápido Fácil y Efectivo- encaminadas a la captación de manera masiva y habitual de dineros del público, sin tener los permisos respectivos de las autoridades competentes para llevar a cabo tales actividades financieras.

Según las indagaciones adelantadas por la Policía Judicial, fue posible verificar que el ciudadano CARLOS ALFREDO SUÁREZ era la persona que fungía como el cerebro del esquema piramidal fraguado con el propósito de captar de manera masiva y habitual dineros del público. Dichas labores las inició mediante la constitución del establecimiento de comercio denominado “Proyecciones D.R.F.E”, inscrito en la Cámara de Comercio de la ciudad de Pasto en Septiembre del 2.005, con el que desempeñaba la actividad comercial de rentista de capital, inversionista, prestamista y la captación de dineros del público, a cambio de jugosos réditos.

Posteriormente el once noviembre del 2.007, el señor CARLOS ALFREDO SUÁREZ creó la entidad denominada “Comercializadora D.R.F.E.”, la que tenía como objeto principal la inversión de los dineros que habían captado del público por intermedio de ‘Proyecciones D.R.F.E", para -de esa forma- darle una apariencia de legalidad a dichas actuaciones llevadas a cabo al margen de la ley, asumió pública y abiertamente, la captación masiva no autorizada, estos es, ilegal, del dinero público, ofreciendo como atractivo para inducir a las personas a entregar sus dineros, altísimos intereses a título de rendimiento de los capitales captados, que inicialmente fueron de un cincuenta por ciento (50%), mensual, sobre la suma captada en cada caso ofreciendo después el setenta por ciento (70%) mensual sobre la correspondiente suma captada y terminó ofreciendo el ciento cincuenta por ciento (150%) sobre la respectiva suma captada.

La operación resultó tan rentable, que entre los meses de mayo y octubre del año 2008, estableció numerosas oficinas y sedes, la mayoría de las cuales registro ante las Cámaras de Comercio, en diversas ciudades del país, entre ellas, en los departamentos de Nariño (40 sedes), Cauca (7 sedes), Valle del Cauca (10 sedes), Putumayo (6 sedes), Antioquía (2 sedes), Risaralda (2 sedes), Cundinamarca (1 sede), Quindío (2 sedes), Tolima( 1 sede), Huila (5 sedes), Norte de Santander (1 sede), Caldas (1 sede), Caquetá (2 sedes), registro hecho con el inocultable propósito de imprimir al ilícito apariencia de legalidad, aun cuando, muchas otras sedes y oficinas fueron manejadas de manera más abiertamente ilegal, como ocurrió con las abiertas en Balboa, Rosas, El Doncello, Cartago, El Cerrito, La Plata, Sevilla y Buenaventura, entre otros, situadas varias de ellas en zonas conocidas como de orden público y no sometidas a la ritualidad del registro mercantil.
Para el crecimiento del ilícito negocio, el citado señor contó entre otras, con la asesoría, dirección, actividad constante y aprobada a nivel de gerente, de la acusada CRISTINA OMAIRA SUÁREZ ERASO, quien se convirtió en la segunda al mando y solo fue ocasionalmente superada en tal posición por el abogado VICTOR ARTURO BASTIDAS y quien actualmente se encuentra condenado por los delitos de captación masiva y habitual de dinero, lavado de activos, enriquecimiento ilícito de particulares (...)”

2.2 La audiencia de formulación de acusación se realizó en sesiones del 12 de octubre de 2012
 y 10 de enero de 2013
. El 21 de mayo de 2013 se cumplió la audiencia preparatoria.
 La audiencia de juicio oral cumplió en sesiones del 25, 27, 28 de febrero
; el 3, 4, 5, y 7  de marzo
; y culminó el 23 de abril de 2014
 con el anuncio del sentido del fallo de carácter condenatorio. La sentencia correspondiente se emitió el 17 de junio de 2014.

3. IDENTIDAD DE LA PROCESADA

Se trata de CRISTINA OMAIRA SUÁREZ ERAZO, identificada con cédula de ciudadanía Nro. 30.744.827 de Pasto, nacida el 7 de febrero de 1970 en esa misma ciudad, hija de Omaira y Franco. 

4. LA DECISIÓN IMPUGNADA

Una vez terminado el trámite correspondiente a la audiencia pública, se profirió la sentencia  de primer grado, que se basó en los siguientes argumentos:
· Inicialmente se   hizo referencia a los elementos constitutivos de las conductas punibles por las cuales fue sentenciada la señora  Suárez Erazo, que fueron complementados con la jurisprudencia pertinente sobre cada delito. 

· Las cuatro conductas investigadas concurren en la acción imputada a la señora Cristina Omaira Suárez Franco, en atención a lo siguiente: pese a que existe una postura sobre la imposibilidad de la concurrencia del ilícito de lavado de activos, en atención a que la acusada no ejercía actividades de dirección o toma de decisiones, se debe entender que ese tipo penal es muy amplio y por ende, cualquier actividad que implique la  ejecución de las conductas alternativas que contempla el tipo penal, configura el mismo, ya que no se requiere ningún otro elemento constitutivo más allá que adecuar la acción a una de las conductas prohibidas para superar el plano de la tipicidad, como tal y como aconteció en el caso objeto de estudio.

· El delito de enriquecimiento ilícito es un comportamiento esencialmente doloso, que exige que se incremente el patrimonio proveniente de una actividad delictiva, para sí o para un tercero, independientemente  de su monto, y allí es donde radica el conocimiento y la voluntad, por lo que demostrados tales presupuestos, es evidente que concurre tal comportamiento.

· Frente al ilícito de concierto para delinquir agravado, basta demostrar la presencia del acuerdo para cometerlos y que de allí se infiera que se trata de un acto donde existe una pluralidad de personas. El acuerdo se realiza para cometer varios delitos y posee permanencia en el tiempo. En el asunto en estudio y de acuerdo a una decisión de la SP de la CSJ que se citó en el fallo,   existió una empresa delictiva de gran magnitud en la que participaron varias personas. A su vez de esos actos se infiere que existió un acuerdo previo para afectar en múltiples ocasiones y a muchas personas en su patrimonio económico.

· La FGN cumplió con la carga probatoria y acreditó la responsabilidad de la señora Suárez Erazo respecto a las conductas punibles que se le endilgaron. 

· Con los testimonios de las investigadores Clara Cristina Castro Moscoso y Claudia Patricia Reyes Salazar  se pudo establecer que mediante diversas denuncias se tuvo conocimiento que para el 11 de noviembre de 2008 existía la empresa denominada  DRFE y que  luego de una investigación exhaustiva se encontró que tenía 74 sedes a nivel nacional, y que su cabeza principal era Carlos Alfredo Suárez. Así mismo se pudo determinar que existía otra sociedad llamada “Proyecciones DRFE”, que se encontraba registrada en la Cámara de Comercio desde el mes de septiembre de 2005, cuyo objeto era  la captación de manera masiva de dineros del público, con la promesa de pagar altos intereses, los cuales eran transferidos a la a “Comercializadora DRFE”, para de esa forma darle apariencia de legalidad a las sumas que se recaudaban de manera ilícita.

· Jhon Diego Molina, quien para el año 2008 fungía como secretario de gobierno de la Alcaldía Municipal de Pereira aseguró que en razón de la constante presencia de una cantidad considerable de personas, que incluso pernoctaban en la empresa de razón social DRFE, ubicada en la calle 12 con 12 de esta ciudad, puso en conocimiento de las autoridades judiciales dicha situación anormal.

· Claudia Reyes Salazar y Diego Mario Zuluaga afirmaron que la empresa DRFE tuvo origen en Pasto; que estaba inscrita en la Cámara de Comercio y que sus actividades principales se relacionaban con las  rentas de capital, inversiones, préstamos, compra y venta, permuta y asesorías administrativas y contables. Igualmente declararon que el representante legal esa empresa era el señor Carlos Alfredo Suárez, quien había sido condenado de manera anticipada por los delitos de lavado de activos y captación masiva y habitual de dineros, y se había cumplido el trámite de primera y segunda instancia, como se  demostró en el juicio oral.

· Esos testigos refirieron que luego de realizar informes de investigación se comprobó que proyecciones DRFE captaba dinero de la comunidad, sin autorización por la Superintendencia Financiera; que esa empresa funcionaba en 11 departamentos, con por lo menos 2 o 3 sedes y que existía una comercializadora llamada DRFE que recibía los dineros captados en montos elevados, para darles apariencia de legalidad, que luego eran puestos a disposición de los mismos inversionistas a través de créditos para la adquisición de diversos bienes. Aunado a lo anterior se crearon unos entes denominados franquicias con comisiones del 7%  al 10%, y se contaba con asesores externos que captaban dinero de personas, que por razón de sus labores no tenían la posibilidad de ir a las oficinas principales para hacer sus inversiones.

· Se puede concluir que se creó una entidad con una doble función; por un lado proyecciones DRFE que era el ente  encargado de recaudar o captar dinero del público, para lo cual se ofrecían o prometían réditos muy superiores a los ofrecidos por las  entidades legales del sistema financiero, que oscilaban entre el  50 y el 150% del capital invertido, en un lapso muy corto. Por otro lado operaba la comercializadora DRFE que recibía  los dineros recaudados. 

· Se demostró la existencia de un grupo delincuencial dedicado a la captación masiva y habitual de dinero de manera ilegal que afectó, según las proyecciones, a 354.000 personas, de las cuales se logró hacer devolución de dineros aproximadamente a 258.000 según lo manifestó el señor Germán Gómez jurado Delgado en calidad de interventor de DRFE, quien logró establecer que el representante legal de esa empresa era el señor Carlos Alfredo Suárez, el cual operaba con otros empleados administrativos. El interventor fue concretó al señalar que se trataba de una persona jurídica cuyo desarrollo era absolutamente irregular, pues no se llevaban registros contables, lo que impidió conocer su verdadero funcionamiento y la cantidad de personas afectadas, así como el monto total de las sumas captadas, que según un estimativo ascendieron aproximadamente a 6 billones de pesos, de los cuales solo fue reclamados el 45%.

· De conformidad con los testimonios y las pruebas recaudadas y utilizadas en los procesos que se adelantaron en contra de los señores Carlos Suárez, Víctor Bastidas, Miriam Solarte, entre otros, se acreditó un conocimiento pleno de la ilicitud de la conductas desarrolladas por esas personas, lo que conllevó a proferir sentencias condenatorias en su contra. 

· El mismo interventor explicó que con la Resolución 1778 del 11 de noviembre de 2008, se dispuso la intervención del  comerciante Carlos Alfredo Suárez como propietario de Proyecciones D.R.F.E con NIT No 13.069.704-1 y domicilio en la ciudad de Pasto-Nariño, quien no estaba autorizado para captar dineros,  por lo cual la Superintendencia de Sociedades procedió a la liquidación de esa entidad. Además según testimonio, las actividades adelantadas por Proyecciones DRFE y la comercializadora del mismo nombre, no cumplían con la reglamentación del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, para la captación de dineros,  por lo cual se ejerció una actividad ilícita, que atentó contra el sistema financiero, y por tratarse de un delito pluriofensivo, afectó el patrimonio económico de muchas personas, ya que quienes captaban el dinero de manera ilegal, no contaban con los permisos respectivos de las autoridades competentes para llevar a cabo tales actividades financieras, tal y como se expuso en los precedentes de la SP de la CSJ, citados en el fallo de primer grado. 

· Con el testimonio de la señora Claudia Patricia Patiño Valencia se demostró que el creador y gerente de la empresa D.R.F.E., era el señor Carlos Alfredo Suárez, quien para los  años 2007 y 2008, obtuvo un incremento no justificado de su patrimonio en cuantía de $24.658.287.070. Esa prueba fue practicada en debida forma y la misma no fue desvirtuada en el proceso.

· En lo relativo a la participación de la señora Cristina Omaira Suárez en las actividades de la empresa DRFE, y su responsabilidad por las conductas punibles por las que fue acusada, se tiene que su hermana Diana Patricia Suárez Erazo, quien renunció a su derecho a no declarar en contra de su consanguínea, expuso que la cabeza de esa empresa era  Carlos Alfredo Suárez; que como subgerente se desempeñó la señora a Andrea Chazatar; que Víctor Bastidas fungía como su asesor jurídico y que la acusada laboró inicialmente como  secretaria desde mayo de 2008, hasta que por disposición del mismo Suárez, fue encargada de la sede de DRFE en Pasto, aunque esa testigo afirmó que no conocía sus funciones concretas. Se debe otorgar especial credibilidad a ese testimonio, que fue natural, espontáneo, lógico y coherente. Además mediante esa declaración se pudo determinar el vínculo de la acusada con la empresa, a la cual también pertenecía la testigo, que no pudo precisar otros datos ya que desarrollaba su actividad en Bogotá.

· Pese a que  Diana Patricia Suárez trató de mostrar a su hermana como una secretaria en la empresa DRFE, se practicaron testimonios que revelan una situación diversa, como el entregado por  Lisbeth  Andrea Valencia Quejuan, quien expuso que le contaba que la procesada operaba como “un puente” entre Carlos Alfredo  Suárez y la oficina de DRFE en Sibundoy (Putumayo), y que a pesar de no ser autónoma en sus decisiones era de confianza y conocía todo lo referido a las oficinas. Por su parte Francisco Javier Peña Velasco quien se desempeñó como ingeniero de soporte en ese establecimiento de comercio, dijo que conocía a Cristina Suárez y expuso que la citada estuvo en una reunión donde se tomaron decisiones tales como subir los intereses que pagaba la empresa al 150%. Lo anterior concuerda con lo dicho por la testigo Doris del Carmen Albornoz, asesora externa de DRFE quien indicó que el único contacto con la señora Suárez se daba en reuniones en las que se determinaba el porcentaje de intereses o con el boletín diario de asesores, y que la incriminada permanecía en la sede de DRFE en Fátima como encargada, cuando el señor Carlos Alfredo Suárez se ausentaba. Estos testigos refieren que la  acusada era una directiva de DRFE, en razón de las funciones que desempeñaba, lo cual fue complementado con el testimonio de Yulieth Vanesa Guerrero, quien que la Suárez se disputaba la dirección de la compañía, con el abogado Víctor Bastidas; que  ejercía el manejo de la agenda del señor Carlos Suárez y dirigía a los empleados de la compañía.

· Las investigadoras Carla Cristina Castro Moscoso y Claudia Patricia Reyes Salazar, señalaron que cuando la empresa DFRE fue intervenida, la señora Suárez Erazo fungía como gerente regional en Nariño y era una persona de confianza del señor Carlos Alfredo Suárez. Así mismo aseguraron que tanto Víctor Bastidas como Cristina Omaira se encargaban de la comunicación directa de las órdenes que impartía Carlos Alfredo Suárez respecto a la captación y pago de dineros.

· Contrario a lo expuesto por la defensa, la acusada no desarrollaba actividades de una empleada que cumplía funciones derivadas de una vinculación laboral, pues de conformidad con lo expuesto por los testigos, se logró establecer que a la señora Suárez la conocieron en Pasto, en las sedes de DRFE Versalles como Fátima, como una persona que realizaba actividades propias de una directiva de tal empresa, cuando no se encontraba su director o  propietario. 

· Si bien es cierto no se allegó prueba sobre el vínculo contractual de la procesada, ni sobre el esquema jerárquico o el manual de funciones de DRFE, se debe recordar que se trataba de una entidad de conformación irregular, por lo cual no se pudo obtener esa documentación. Por ello se debe aplicar el principio de libertad probatoria para dar por sentado que la señora Suárez tuvo participación en los hechos como  directiva de esa empresa, que necesariamente requería del concurso de otras personas, varias de ellas ya condenadas por los punibles de captación masiva y habitual de dinero y lavado de activos ya que no es concebible pensar que la expansión de DRFE se hubiera producido a través de la actividad de una sola persona.
· La señora Gloria Adriana Martínez en condición de auxiliar de tesorería de DRFE, al igual que muchos otros de los testigos, adujo la procesada era la prima del señor Carlos Alfredo Suárez, y al mismo tiempo se desempeñaba como la directora regional de DRFE en Pasto, asegurando que era la cabeza visible de la empresa cuando el gerente de la entidad estaba ausente. También dio a conocer que su jefe inmediato se la presentó como jefe gerente y regional de D.R.F.E, y refirió que la procesada era una de las encargadas de tomar decisiones de tipo administrativo, en especial, cuando se daba apertura a nuevas oficinas en diferentes ciudades. Esa misma testigo dio a conocer que sobre la captación de dinero y movimiento de las oficinas, se elaboraba un informe que era entregado a la acusada y que en las reuniones la señora Suárez Erazo, abordaba a aspectos relacionados con la captadora.

· Los testimonios de los señores Martha Cecilia Escandón y Fredy Alonso Villamil, como asesora externa e ingeniero de soporte, respectivamente, permiten inferir que en la práctica la señora Cristina Omaira era su jefe directa, atendiendo lo que aducían las personas a las que se les entregaba el dinero recogido, porque la procesada era quien tomaba las decisiones de índole económico y las relativas al manejo del personal. 

· Se encuentra acreditado el acuerdo de voluntades para captar dineros del público de manera masiva, y con ello lavar activos en diversos montos y a través de diferentes maneras, lo que conllevó el  enriquecimiento ilícito y estafas a un gran número de ciudadanos que buscaban ansiosos utilidades fantasiosas, sin que se trate de la figura de la coautoría, sino de la concertación para realizar la mayor cantidad de captaciones en el mayor número de ciudades, en un tiempo indeterminado, lo que originó un desbordado provecho económico a favor del señor Carlos Alfredo Suárez.

· Se demostró que la señora Cristina Omaira Suárez Erazo, que en un principio tuvo funciones como secretaria, con el tiempo asumió la condición de gerente regional de Nariño de DRFE y por lo tanto conocía y distinguía cuál era su objeto social. La  procesada era una persona de confianza de Carlos Alfredo Suárez, y a pesar de no tener un conocimiento profesional, gestionaba actos administrativos de la compañía DRFE, como la  fijación de utilidades en los recaudos, en una empresa que bajo un manto encubierto de legalidad se dedicó a la captación ilícita de dineros del público, fuera de que se desempeñó como  directiva principal dela regional Nariño, y que en consonancia con lo narrado por los testigos Magda Patricia Lozano, Lizbeth Andrea Valencia Quejuan y Yuleth Vanesa Guerrero López, entre otros, cumplía la labor de “puente” e entre Carlos Alfredo Suárez y sus empleados. 

· La acusada asumió un rol protagónico en la actividades ilícitas que se adelantaron a través de la empresa DRFE, hasta el  punto de que cuando el señor Carlos Alfredo no se encontraba, se encargaba de la dirección de la empresa, dando cumplimiento a las directrices y objetivos de su creador, por lo cual contaba con la posibilidad de detener las actividades que desplegaba, pese a lo cual continuó ejecutando las conductas ilícitas por las cuales fue acusada. 

· Finalmente el A quo procedió a declarar la responsabilidad de la procesada como coautora de los  delitos de captación masiva y habitual de dineros, lavado de activos agravado, enriquecimiento ilícito de particulares,  y como autora del delito de concierto para delinquir agravado.

· El fallador realizó el proceso de dosificación de la pena para cada una de las conductas punibles investigadas. Expuso que la consecuencia jurídica de más entidad era la establecida para el delito de lavado de activos en modalidad agravada. Indicó que como la FGN no había incluido en la acusación circunstancias de  mayor o menor punibilidad, para la imposición de la sanción penal partiría del cuarto mínimo previsto para ese delito, tomando como base una pena de 128 a 195 meses de prisión y multa de 650 a 12.987,5 SMLMV. Expuso que como la conducta revistió una considerable gravedad, ya que se trató de un “flagelo que azotó al país” efectuado a través de  organizaciones delincuenciales denominadas “pirámides” revestidas de una falsa apariencia de legalidad, con lo cual DRFE  logró captar más de 6 billones de pesos provenientes de 399 mil víctimas, en las 80 sedes que tenía en el país, lo que se perjudicó el sistema financiero del país, por lo que era necesario aplicar una sanción proporcional al daño generado, por ello partió de la pena mínima,  e impuso como pena principal privativa de la libertad la de 150 meses de prisión y multa de 6.000 SMLMV, por la conducta descrita en el artículo 323 del CP, con la agravante específica deducida del artículo 324 ibídem.

· Ahora bien, como en el caso concreto existió un concurso de conductas punibles, de conformidad con lo establecido en el artículo 31 del CP, aumentó en la pena básica así: i) en 18 meses de prisión y multa de MIL (sic) (2000) SMLMV por el contra jus de captación masiva y habitual de dineros; ii) en 24  meses de prisión y multa de MIL (sic) SMLMV, por el actus reus de concierto para delinquir agravado; y iii) en otro tanto y multa de MIL (sic) 2000 SMLMV por el tipo de enriquecimiento ilícito de particulares. En consecuencia, el total de la pena se fijó en 216 meses de prisión y multa de 12.000 smlmv a favor del Consejo Superior de la Judicatura. Como penas accesorias concurrentes con la de prisión, se impuso a la implicada la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la pena principal.

· Sobre la condena de ejecución condicional y el mecanismo sustitutivo de  la prisión domiciliaria, el A quo adujo que en el caso de la señora Cristina  Omaira Suárez no se cumplían los  requisitos establecidos en los artículos 63, 68A y 38B del CP, por tanto no accedió a ninguno de ellos. 
5. INTERVENCIONES RELACIONADAS CON EL RECURSO DE APELACIÓN.

5.1 Defensora  (recurrente)

· La prueba allegada juicio oral no conduce a la certeza sobre la responsabilidad de la acusada como autora de las conductas punible endilgadas, toda vez que la FGN no demostró fehacientemente que la señora Cristina Omaira Suarez hubiera acordado voluntariamente con Carlos Alfredo Suárez desarrollar una empresa criminal de la magnitud de DRFE. 

· La FGN realizó una investigación “compartida, no autónoma y  deficiente” para perfilar a su mandante que era una simple secretaria de DRFE, como la segunda persona al mando de una empresa de semejantes proporciones.

· El A quo consideró responsable a la señora Suárez y le impuso una condena que excedió de aquella a la que fue sentenciado Carlos Alfredo Suárez, creador y único dueño de la empresa Proyecciones DRFE, quien obtuvo un incremento de su patrimonio que excedió los 24 mil millones de pesos, al tiempo que ni siquiera se pudo demostrar que su representada tuviera algún inmueble a su nombre. 

· Resulta ilógico que se perfile a la señora Suárez como una de las principales vinculadas a una empresa que movió dinero en gran magnitud, sin que luego de la intervención de la empresa por parte de los entes de control del Estado, la FGN no aportara ningún elemento probatorio idóneo que la vinculara con el patrimonio o los supuestos manejos de las operaciones de dicha empresa.

· El fallo de primera instancia no posee un sustento probatorio serio y contundente, pues varios de los testigos que declararon, no pudieron fijar las funciones de la acusada en la empresa, y sólo la conocieron como una empleada al mando de Carlos Alfredo Suárez, tal y como lo hicieron muchos de los empleados de ese establecimiento de comercio, que prestaron sus servicios a DRFE en la creencia de que adelantaba una labor lícita, que se desarrolló bajo la observancia pasiva de los entes de control del Estado.  

· La prueba practicada en el juicio vulneró los derechos y las  garantías de la señora Suárez, ya que el fallo recurrido se  fundamentó en los análisis que hizo la SP de la CSJ sobre la conducta de Carlos Alfredo Suarez Erazo. Las pruebas allegadas no fueron evidencias independientes y autónomas recaudadas por el ente fiscal para el proceso adelantado contra la procesada, ya que se trató de pruebas trasladadas del proceso que se adelantó en contra del señor Suárez. 

· Los informes, documentos y testimonios de los investigadores respecto a las actividades ilícitas del señor Suárez, no lograron establecer las circunstancias de modo, tiempo y lugar que vinculan a Cristina Omaira Suárez a las conductas punibles investigadas. Por ello todo obedece a una especulación sobre su responsabilidad que sólo reposa en una inferencia del A Quo, quien a su modo de ver se “ha contaminado con otras causas penales seguidas a personas por estos mismos hechos”, pero no se fundan en hechos reales y demostrados por el ente acusador, en razón a lo siguiente: i) las declaraciones de las investigadoras Carla Cristina Suarez Moscoso y Claudia Patricia Reyes Salazar, permitieron inferir que el dueño y propietario exclusivo de la empresa “Proyecciones DRFE” era el señor Carlos Alfredo Suárez; ii) la acusada no detentaba ninguna propiedad en esa empresa; iii) la compañía DRFE se encontraba inscrita en la Cámara de Comercio desde el año 2005 y su representante legal o propietario era Carlos Alfredo Suarez Erazo.

· Por ese motivo, el testimonio de esas investigadoras no constituye  prueba válida en contra de la acusada, ya que esas mismas funcionarias no hallaron ninguna prueba documental que pudiera vincular a la acusada con la empresa DRFE, como un contrato de trabajo o un manual de funciones.

· En el certificado de la Cámara de Comercio que fue allegado al proceso no obra cuadro directivo alguno, y en el mismo no se menciona a la acusada, ya que el único representante legal de DRFE  es el señor Carlos Alfredo Suárez. 

· Es cierto que el señor Jhon Diego Molina en calidad de Secretario de Gobierno Municipal de Pereira, puso en conocimiento de la autoridades unas conductas  captación de dineros en esta ciudad, pero ese funcionario no denunció directamente a la señora Suárez Erazo, pues la empresa que las realizaba era de propiedad de Carlos Alfredo Suárez y la acusada no tenía ninguna vinculación con la misma. 

· En las labores de investigación adelantadas por la FGN ni siquiera se mencionó la presencia de la procesada en esta ciudad, pese a lo cual fue condenada sin especificar la cantidad, ni dónde y cómo  participó en las conductas de captación masiva y habitual de dineros;  enriquecimiento ilícito de particulares, ni de qué manera intervino en los actos de lavado de activos.

· Con el testimonio del investigador Diego Mario Zuluaga se introdujeron como prueba trasladada apartes de la sentencia proferida en contra del señor Carlos Alfredo Suárez por los delitos de lavado de activos y captación masiva y habitual de dineros, pero con los apartes leídos en juicio no podía el fallador vinculara la acusada con esas actividades ilícitas, ya que en ese mismo proveído no se mencionó ninguna actividad que hubiera compartido con el señor Suárez. Fuera de lo anterior, esa sentencia no puede constituir prueba idónea que cause certeza, pues no había adquirido firmeza.

· El juez de primera instancia hizo referencia a algunos aspectos que quedaron acreditados dentro del proceso que se siguió en contra del señor Suárez, por lo tanto, se infiere con base en las mismas probanzas, que ese dinero nunca estuvo ni en todo ni en parte en cabeza de la acusada.  La FGN no pudo demostrar que una parte de los 24 mil millones de pesos a los que se hizo referencia en la investigación hubieran ingresado al  patrimonio de la procesada, ni se comprobó en qué cantidad, mediante qué actos y en cuánto dinero contribuyeron las actividades de la implicada para ayudar a enriquecer a Carlos Alfredo Suárez.  Tampoco se aportó evidencia sobre el procedimiento que utilizaba la encartada para “blanquear” o “lavar” los dineros, ni sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar, en que se desarrollaron las conductas investigadas, que constituían requisitos indispensables para erigir un juicio de responsabilidad en su contra por los delitos que se ha acusado.

· Con las declaraciones de los demás testigos diferentes a los investigadores de la FGN, no se puede concluir con certeza que la acusada tuviere la calidad de cuadro directivo de DRFE que le atribuyó la FGN. De esos testimonios sólo se extraen dudas sobre la calidad en la cual laboraba la señora Cristina Omaira Suarez en la empresa de propiedad del señor Carlos Alfredo Suárez.

· Diana Patricia Suarez, a quien el juez de primera instancia le dio total credibilidad, manifestó con sobrado conocimiento de causa, ya que prestaba sus servicios para la organización en calidad de asesor, que el cuadro jerárquico y directivo de la empresa estaba integrado por Carlos Alfredo Suarez como propietario y primero al mando, como subgerente la señora Andrea Chatazar, y como asesor jurídico el señor Víctor Bastidas. Esa misma testigo adujo que las directrices las impartían esas personas, y que Cristina Omaira Suárez laboraba en la empresa como secretaria del señor Carlos Alfredo Suárez desde mayo del 2008; era una mujer con  pocos estudios; no hablaba con fluidez, y que Carlos Alfredo Suárez reportaba su negocio como legal. Esa testigo también dijo que Cristina Suárez era la secretaria privada del señor Carlos Suárez, situación que pocos conocían en la empresa, y que por tal causa era la  encargada de hacer algunos mandados a su empleador, como enviarle e regalos a sus novias.  Por lo tanto con  las manifestaciones realizadas por la señora Diana Patricia Suárez se desvirtúa la calidad de la acusada respecto a los delitos por los cuales fue procesada.  

· Como el fallador le dio plena credibilidad a esa testigo, debió analizar sus dichos en contexto, para no apoyar su fallo de responsabilidad en los apartes convenientes, como se puede ver en la sentencia ya que la  valoración que  hizo el  A quo fue sesgada y tergiversó el sentido objetivo de esta prueba con el fin de sustentar el juicio de responsabilidad en contra de la acusada, cuando su interpretación lo desvirtúa totalmente.

· El señor Francisco Javier Peña, quien se desempeñó como ingeniero de sistemas en la empresa DRFE, es un testigo que no cuenta con el suficiente conocimiento del cual se puede determinar la trascendencia, calidad y funciones que desempeñaba la acusada en ese mismo establecimiento de comercio, pues sólo la vio un par de veces y no tuvo mayor contacto con ella. Sumado a ello, aseguró que Carlos Alfredo Suárez era quien tomaba las decisiones de la empresa. Lo anterior permite concluir que ese testimonio nos ofrece una visión sobre la posición de la acusada en DRFE y demuestra que la señora Suárez Erazo estaba lejos de ostentar un cargo directivo o de manejo dentro de esa organización.

· La declaración de la señora Lizbeth Andrea Valencia Quejuan, fue valorada incorrectamente por el juez de primera instancia, ya que esa testigo declaró sobre la  credibilidad que los funcionarios de DRFE tenían sobre la licitud del negocio de Carlos Alfredo Suárez; que las órdenes eran dadas única y exclusivamente por el señor Suarez; que Cristina Omaira nunca le dio órdenes, y que le constaba que recibía documentos, tomaba notas, pasaba información al representante legal de la empresa y manejaba su agenda. Además esa testigo aseguró que los porcentajes sobre los dineros que se pagaban por la captación de dineros eran definidos por Carlos Alfredo  Suárez y que la contratación de personal estaba en manos del Víctor Bastidas. Con esa declaración se desvirtúa el hecho de que la procesada tuviera  algún cargo directivo o de autonomía en el manejo de la empresa, y más bien se evidencia que la señora Suárez era una empleada, y que al igual que todas las demás personas vinculadas a DRFE, no tenía mayor autonomía en el manejo de la empresa.

· La señora Julieth Vanessa Guerrero López en su declaración expuso que su jefe inmediato era Carlos Alfredo Suárez, quien se encargaba de dar las órdenes, y adujo que Cristina Suárez era empleada del dueño de la empresa.  Dijo que el segundo al mando en la empresa era el abogado Víctor Bastidas y sobre las  funciones de la procesada, indicó que ésta se desempeñó como secretaria del señor Suárez, manejaba sus citas y su agenda, y tomaba apuntes en las reuniones. De esas manifestaciones se desprende que las funciones que desarrollaba la señora Suárez eran propias de una empleada, no de alguien al mando de una empresa. La señora Guerrero López no evidenció la calidad de directiva por parte de Cristina Omaira Suárez, ya que únicamente le constaba que la misma actuaba en calidad de funcionaría de la empresa al mando de Carlos Suárez.

· El juez de conocimiento omitió valorar el testimonio de Alexa Janina Villota, y además lo tergiversó, dando a entender situaciones que objetivamente la testigo no declaró. Esa declaración tenía relevancia ya que con el mismo se evidencia que no era cierta la calidad y el perfil que se pretendió dar a la acusada. La señora Villota tenía un conocimiento profundo de la situación de la empresa DRFE, por su cargo como auxiliar contable, y en razón al mismo dijo que ese establecimiento de comercio no tenía un organigrama, ni manual de funciones, ni cuadros directivos, por lo cual, hacia el exterior sus cuadros directivos no se podían identificar, y señaló que Carlos Alfredo Suárez tenía el mando de la organización, cuyo asesor jurídico era Víctor Bastidas. Además manifestó que la nómina de la empresa era manejada por una cooperativa de trabajadores, y que D.R.F.E contaba con un personal para el manejo de empleados, lo que de plano desvincula a Cristina Suárez como encargada del manejo de personal en DRFE o de dar órdenes en esa firma. 

· Por su parte el testimonio de Gloria Adriana Martínez, merecía un  mayor análisis, ya la actitud de la declarante permite percibir animadversión hacía Cristina Suárez, toda vez que sus respuestas se adelantaban a las preguntas; su declaración no fue espontánea y parecía que recitara un formato, por lo cual los  dichos de esa testigo en particular, no gozan de la credibilidad que el juzgador le otorgó, máxime cuando no se hizo una valoración conjunta con testimonios como el de Alexa Janina Villota, quien estando en un posición en la empresa de igual o más importancia de la testigo Martínez, no reveló las funciones y calidades que la señora Martínez, puso en cabeza de Cristina Suárez.

· Las pruebas arrimadas al juicio no superan los presupuestos del artículo 372 del C.P.P., en consideración a que más de diez testigos manifestaron que Cristina Omaira Suárez era solamente una empleada de la empresa DRFE, y que el manejo integral de esa firma lo tenía Carlos Alfredo Suárez. La acusada era vista como una secretaria con funciones relacionadas con el manejo de la agenda del señor Suárez y las citas del gerente de la empresa, y que en algunas ocasiones transmitía sus órdenes. 

· La defensa no desconoce el principio de la libertad probatoria, pero a partir de ese criterio, el fallador no podía perder su objetividad, para hacer un juicio de responsabilidad de tanta magnitud, porque la FGN no demostró que a nombre de la acusada figurará algún bien inmueble, y los testigos en su totalidad no indicaron las circunstancia de modo, tiempo y lugar en que la acusada supuestamente captó una determinada cantidad de dineros.

· La FGN determinó la suma de los dineros recaudados por  Carlos Alfredo Suárez, pero no obtuvo prueba alguna que permitiera establecer la vinculación de la procesada con dicha empresa, puesto que los comentarios de los testigos en torno a la calidad de la señora Cristina Omaira Suárez en DRPE no aportan una certeza absoluta, máxime cuando al unísono esos declarantes dijeron que no podían asegurar cuáles eran las funciones de la procesada y reconocieron que Carlos Alfredo Suárez era quien tenía el mando del establecimiento de comercio y era la persona que impartía las órdenes en dicha empresa, dejando claro que Cristina Suárez sólo era una empleada bajo su mando, sin posibilidad de ejercer una autonomía en el manejo de la misma.

· Los investigadores que declararon en el juicio hicieron referencia a otras personas que estaban vinculadas laboralmente con la que empresa DRFE, quienes fueron incluso investigados por menos conductas punibles que la acusada, ya que se desempeñaron como franquiciantes, gerentes de oficinas, representantes, etc., de DRFE y frente a los cuales se  estableció su autonomía para captar dinero directamente, incluso en oficinas ubicadas en otras ciudades del país, mientras que en el caso de la acusada  no se pudo demostrar ninguna de esas calidades, pese a lo cual se le impuso una pena superior a la que se le fijó a Carlos Alfredo Suárez como dueño y representante legal de DRFE, lo cual resulta ser desproporcionado, toda vez que no se dio aplicación al principio del Indubio Pro Reo. 

· En el presente asunto se condenó a una secretaria que permaneció poco tiempo en DRFE, como si se tratara de una persona que captó, se enriqueció y obtuvo un incremento en sus haberes por más de $24.000.000.000, cuando lo cierto es que ese patrimonio no figuraba a su nombre. 

· En el juicio no se acreditaron los elementos constitutivos del delito de concierto para delinquir agravado, es decir que no se probó el presunto acuerdo o la comunidad de voluntades de la acusada con Carlos Alfredo Suárez y otras personas que han sido juzgadas por estar vinculadas por estos hechos, tendientes a cometer los delitos. Si bien es cierto la señora Suárez era empleada de la empresa DRFE, esa situación no quiere decir que se hubiera concertado con el señor Suárez para delinquir y captar dinero, porque entonces tendrían que ser juzgados todos los empleados que allí trabajaron, máxime cuando para ellos la empresa era legal tal y como quedó demostrado, pues la misma fue inscrita en la Cámara de Comercio, como un establecimiento con un objeto comercial lícito que funcionó desde el 2005 hasta el 2008; pagaba sus impuestos y no fue sometida a ninguna intervención. 

· En el juicio no se probó cuánto dinero captó directamente o ayudó a recaudar Cristina Omaira Suárez en favor del propietario de DRFE. Por lo tanto resulta desproporcionado indicar que la procesada realizó una captación de más de 24 mil millones de pesos, máxime si se tiene en cuenta que el capital de esa empresa se empezó a recoger desde el año 2005, cuando la procesada no laboraba al servicio de DRFE.

· Con respecto al delito de lavado de activos, se tiene que éste es un tipo  autónomo, por lo cual el ente acusador tenía el deber de demostrar su ocurrencia, las circunstancias de modo, tiempo y lugar, y las acciones de la acusada que encajaban en la descripción de ese tipo penal. Sin embargo no se planteó durante el juicio que la acusado hubiera tenido parte en el destino final que se le dio a esos dineros y el incremento del patrimonio de Carlos Alfredo Suárez. En cuanto al delito subyacente, que según el A quo podría ser el de concierto para delinquir, éste se debía acreditar plenamente, sin embargo no existen pruebas sobre el acuerdo o comunidad de voluntad de la acusada con el dueño y creador de la empresa, por lo cual la procesada no podía ser declarada responsable como autora  o partícipe de esa conducta punible ya que la FGN no introdujo la prueba sobre el delito de concierto para delinquir de Carlos Alfredo Suárez, ya que en los apartes de la sentencia proferida en su contra, no se mencionó que la acusada tuviera alguna vinculación en el negocio criminal. 

· Ante la ausencia de pruebas, el Delegado del Ministerio Público solicitó la absolución de la acusada por las conductas de concierto para delinquir, lavado de activos y captación de Dineros.

· Se presenta a duda e incertidumbre en cuanto a la identificación y señalamiento de la acusada que lleve a la convicción que la persona de la cual hablan los testigos es la que se juzga. La FGN no utilizó los medios probatorios adecuados para aclarar toda la situación, tales como reconocimientos fotográficos u otros y ante su condición de persona ausente, lo que puede resultares que se esté juzgando a una persona diversa a la  que refieren los testigos.

· En cuanto a la tasación de la pena, consideró que no estaba justificado ni era proporcional el hecho de que el juez de primera instancia no hubiera partido del mínimo de la pena para el delito de lavado de activos y prácticamente se ubicara en la mitad de este cuarto, cuando no se daban situaciones agravantes y si atenuantes de la conducta, aunado al hecho de que la acusada fue juzgada con circunstancias agravantes y tres delitos más autónomos. Además las multas que acompañan las penas principales no fueron tasadas proporcionalmente a la imposición de la pena de prisión, ya que si en el delito de Lavado de Activos, la multa mínima era de 650 SMLMV, el fallador aunque no hubiera aplicado el mínimo del primer cuarto, la fijó en 6.000 SMLMV.

· Solicitó que se revocar la sentencia impugnada y en su lugar se absuelva a la señora Cristina Omaira Suarez.

5.2 Fiscalía General de la Nación (no recurrente)

· La Fiscalía reitera la postura que desde la formulación de la imputación frente a la participación de la señora Cristina Omaira Suárez Erazo en los hechos investigados. 

· Si bien es cierto, las empresas Proyecciones DRFE y Comercializadora DRFE fueron ideadas y desarrolladas por el señor Carlos Alfredo Suárez, también lo es que la entidad, magnitud y afectación que produjo su actividad en once departamentos del país, hasta su  intervención estatal el 11 de noviembre de 2008 por parte de la Superintendencia de Sociedades y la Superintendencia Bancaria, no pudo ser una actividad que se pudiera atribuir de manera exclusiva al señor  Suárez, pues esas actividades requirieron de la participación de muchas personas y de una gran logística en su direccionamiento, en la cual participó activamente la procesada. 

· Las primeras actividades que desarrolló la señora Suárez Erazo en DFRE fueron en el cargo de secretaria. Sin embargo, debido al crecimiento monumental de la empresa, la acusada se involucró de tal manera, que como lo señalaron la mayoría de testigos, pasó a ocupar un cargo en la dirección y mando de la entidad, que no tenía una estructura administrativa formal ni documentada que permitiera definir quiénes eran sus cuadros directivos como lo reclama la defensa.

· La actividad que ejerció públicamente la acusada permitió entender a los demás colaboradores de la empresa, que no tenía el rol de una simple secretaria, y que por el contrario, era la persona que asumía las riendas y el manejo del establecimiento de comercio cuando Carlos Alfredo Suárez se ausentaba, lo cual se demostró debidamente en el juicio. 

· La cercanía y familiaridad de la procesada con Carlos Alfredo Suárez le permitieron ejecutar un  alto cargo y ejercer mando en la actividad de captación masiva y habitual de dineros sin autorización legal, dentro de ese “fenómeno piramidal”, como delito subyacente al lavado de  activos. 

· Por tratarse de un delito contra el sistema financiero, de manera paralela se pretendió dar legalidad a las actividades de la captadora DRFE a través de la comercializadora del mismo nombre, con lo cual no sólo se presentó la conducta de lavado de activos, sino que se generó un incremento patrimonial injustificado del señor Carlos Alfredo Suárez, para lo cual se requirió de un acuerdo de voluntades, concomitante al desarrollo de las operaciones ilícitas, en las cuales intervino la procesada desde su vinculación a la empresa, hasta la fecha en que se produjo su intervención. 

· El análisis realizado por el A quo, sobre las pruebas allegadas, le permitió concluir que efectivamente la señora Cristina Omaira Suárez desplegó las conductas punibles por las cuales fue acusada, aceptando que el origen de la actividad al margen de la ley estuvo en cabeza del señor Carlos Alfredo Suárez, quien contó con la asesoría dirección, y la actividad constante a  nivel de gerente de la encartada, quien se convirtió en la segunda al mando de DRFE y solo fue superada ocasionalmente en tal posición por el abogado Víctor Bastidas, quien fue sentenciado por los mismos hechos. 

· Atendiendo la jurisprudencia de la SP de la CSJ, no era necesario establecer el monto del incremento patrimonial que obtuvo el señor Carlos Alfredo Suárez con el concurso de la señora Cristina Omaira Suárez,  toda vez que es el bien jurídico como referente material el que finalmente le imprime densidad al injusto, es decir que a través de la verificación del daño real o potencial ocasionado determina la verdadera ocurrencia de la conducta punible y no la fijación de una suma específica. 

· Frente al delito de concierto para delinquir, la defensa de manera errónea concluyó que el juez fallador estaba “contaminado” al citar algunos pronunciamientos de la CSJ o de Tribunales referentes a alguno de los hechos aquí juzgados. Sin embargo, la jurisprudencia citada por el A quo constituye una fuente que fortalece su argumentación y no afecta el principio de imparcialidad.

· La abogada de la procesada atacó los argumentos esgrimidos por el juez de primera instancia sobre la existencia de las conductas punibles y la responsabilidad de la acusada, pero lo hizo de manera genérica, sin hacer  referencia al yerro de valor frente a la ley que el juzgador cometió, por lo cual su alegato se convirtió en su particular punto de vista. Tampoco señaló la trascendencia que pudo haber tenido un supuesto error valorativo del fallador frente a la decisión adoptada.

· La individualización de la pena contenida en el fallo de primera instancia se ajustó a los parámetros legales.

· Solicitó que se confirmara integralmente la decisión adoptada en la primera instancia.

5.3 Delegado del Ministerio Público (no recurrente)

· Pese a que al momento de los alegatos de conclusión no evidenció la posibilidad de que la señora Cristina Omaira Suárez fuera condenada por los delitos investigados, lo cierto es que esa agencia pública apoya los razonamientos y argumentos expuestos en el fallo de primer nivel, y en razón a ello solicitó que dicho proveído fuera confirmado. 

· Al exponer los motivos de inconformidad con la providencia, la recurrente se limitó a señalar que la prueba recaudada no conducía a establecer la responsabilidad de su patrocinada, dada su condición de secretaria de segundo grado o de bajo perfil de DRFE, y que los delitos por los cuales fue acusada la procesada sólo pueden ser atribuidos al señor Carlos Alfredo Suárez como dueño y representante legal de esa empresa. 

· Sin embargo, los elementos probatorios y evidencias físicas que fueron valoradas en el fallo conducen a las conclusiones a las que arribó el despacho de primera instancia, por lo cual la mayor parte de las inferencias de la impugnante son simples especulaciones, ya que los hechos por los cuales fue investigada la señora Suárez Erazo quedaron demostrados, pues se comprobó su  participación en el desarrollo de la actividad de la captadora D.R.F.E. En tal sentido se allegó abundante prueba testimonial y documental, que de igual forma estaba vinculada a las actividades ilegales desplegadas por el señor Carlos Alfredo Suárez en “Proyecciones DRFE” y la comercializadora del mismo nombre. Así mismo se cuenta con pruebas que dan cuenta de que Cristina Omaira Suárez ejecutó actividades relacionadas con el objeto de esa empresa DRFE, mediante las cuales captó dineros que fueron a parar a ese establecimiento de comercio y que posteriormente fueron “blanqueados” o legalizados en la comercializadora antes mencionada, como actos propios del delito de lavado de activos. 

· A través Proyecciones y de la Comercializadora DRFE, se defraudaron los intereses de millares de inversionistas, y para el desarrollo de esa actividad existió una división de tareas y cada persona en ese medio realizó las labores propias que contribuían al logro  del propósito delictivo. Se acreditó que Cristina Omaira Suárez fue parte de esa organización delictiva, con lo cual el ilícito de concierto para delinquir, también quedó plenamente demostrado, así como su participación activa en el mismo.

· La acusada trabajó como secretaria privada del propietario de Proyecciones D.R.F.E., pero a su vez realizó actos propios que dieron a entender su capacidad decisoria y de representación de ese establecimiento de comercio, mediante los cuales llevó a cabo actividades de captación y lavado de activos, en concurso con lavado de activos y concierto para delinquir.

· Las personas que testificaron hicieron referencia a su intervención en Proyecciones D.R.F.E., y sobre ese aspecto existen elementos de juicio que demuestran que los dineros sobre los que ejerció actos de disposición fueron a parar al peculio de Proyecciones D.R.F.E. y la comercializadora y aumentaron el patrimonio de  Carlos Alfredo Suárez.

· No se comparte la posición de la defensa al afirmar que el A quo recurrió a amalgamas normativas y/o incorrectas valoraciones probatorias, ya que a su modo de ver ese funcionario se sujetó a las normas vigentes para la época de los hechos y ajustó su conocimiento a una valoración imparcial de las cargas probatorias producidas, con lo cual arribó a sus  conclusiones frente a la responsabilidad de la procesada. 

· Existió un profundo y grave daño causado en el país, por la  actividad desplegada al interior de las empresas Proyecciones y Comercializadora DRFE en el país, a las cuales estuvo vinculada la procesada, situación que incidió en la declaratoria de responsabilidad de la señora Cristina Omaira Suárez Erazo. 

· Pide que se confirme la sentencia impugnada.

6. CONSIDERACIONES LEGALES

6.1 Competencia 

Esta Sala es competente para conocer del recurso interpuesto, en razón de lo dispuesto en el artículo 34, numeral 1º del C. de P.P. 

6.2 Problemas jurídicos a resolver
Con base en el principio de limitación de la doble instancia, y en atención a  la decisión  impugnada por la  defensora de la procesada Cristina Omaira Suárez Erazo (en lo sucesivo COSE) se debe resolver en segunda instancia: i)  lo relativo al grado de acierto de la sentencia donde se condenó a la citada señora como responsable de las  conductas por las cuales fue acusada; y ii) de confirmarse el fallo de primer grado se debe resolver lo relativo a la pena impuesta a la procesada.
6.3 En primer lugar hay que manifestar que en el marco fáctico del escrito de acusación
 se hizo referencia a las actividades ilegales de captación masiva y habitual de dineros, que adelantó la empresa “Proyecciones y Comercializadora DRFE”, representada por Carlos  Alfredo  Suárez (en adelante C.AS.), desde el año 2005 en varias ciudades del país, entre ellas Pereira y Dosquebradas, hasta que se produjo la intervención de la citada compañía por parte del Gobierno Nacional.

En lo que atañe a la participación de la acusada se expuso que la señora COSE, se había convertido en “la segunda al mando” de esa organización, dirigiendo actividades de franquicia, desde febrero o marzo de 2008, que eran realizadas por diversas personas que captaban dinero del público y obtenían como comisión un 10% de lo percibido, y que el saldo restante era entregado al señor Suárez.

Igualmente se manifestó que en el mes de septiembre de 2008 y ante la inminencia de la intervención estatal, y con el pleno conocimiento de que estaban adelantado una actividad ilícita, C.A.S. y otras personas que hacían parte de los cuadros directivos de “Proyecciones DRFE” entre los cuales se encontraba la procesada, empezaron a realizar una serie de actividades dirigidas a “legalizar” la situación de esa empresa, para lo cual contaron con el concurso de abogados y de otros profesionales, y que seguidamente el señor Suárez ordenó suspender los pagos a los depositantes y solamente aceptar nuevas inversiones y  “reinversiones” para las cuales se ofrecía una tasa de interés mayor, lo que se cumplió hasta el 11 de noviembre de 2008, cuando la Superintendencia Financiera ordenó el cese de todas las actividades de DRFE. 

Se expuso que parte del dinero que fue recaudado de manera ilegal fue trasladado por CAS, con la colaboración  de la señora COSE a otra empresa llamada “Comercializadora DRFE” que fue creada con el propósito de ocultar su origen ilícito, ofreciendo diversos productos y servicios a  través de esa empresa.

Por lo tanto se consideró que la acusada había incurrido en las conductas punibles de captación masiva y habitual de dineros (art, 316 CP.); lavado de activos en modalidad  agravada (artículos 323 y 324 del CP.);  enriquecimiento ilícito de particulares (artículo 327 CP), y concierto para delinquir en las modalidades previstas en numerales 2º y 3º del artículo 340 del CP.

6.4 En atención al principio de necesidad de la prueba que se deduce del artículo 381 del C.P.P y a  lo dispuesto  en el artículo 16 del C.P.P hay que hacer referencia a las pruebas relevantes presentadas en juicio por la Fiscalía y la defensa, para determinar si se presentaron  las conductas punibles por las que se formuló la acusación en contra de la señora COSE.

6.5 Las pruebas relacionadas con la existencia de las conductas punibles investigadas, se pueden sintetizar así:

6.5.1 El señor Juan Diego Molina
, expuso que en su calidad de Secretario de Gobierno de esta ciudad para el año 2008,  advirtió  que la empresa DRFE que tenía sede principal en Pasto y era de propiedad de CAS, estaba incurriendo presuntamente en actos de captación ilegal de dineros ofreciendo una rentabilidad excesiva, lo que se  evidenciaba  por la gran afluencia de depositantes en la sede de esa entidad en este municipio, por lo cual  se procedió a formular la denuncia respectiva el 28 de octubre de 2008 ante la FGN para que se investigaran esos hechos. En medio de su declaración reconoció la denuncia a que hizo referencia.
6.5.2 El Dr. Germán Gómez Jurado
. se refirió en su declaración a  las  circunstancias que determinaron la orden de intervención de la empresa Proyecciones DRFE, que se hizo en el mes de noviembre de 2008, indicando que esa captadora de dineros era dirigida por CAS y que en tal virtud fue nombrado como  agente interventor del citado ciudadano y de sus establecimientos de comercio. Expuso que inicialmente se tuvo conocimiento sobre esa entidad que se encargaba de recaudar dineros de manera masiva sin autorización estatal, y que esa empresa no cumplía con los requisitos legales para ejercer esa actividad, pese a lo cual captó dineros en todo el país. En el informe respectivo se manifiesta que inicialmente DRFE tuvo 17 oficinas,  pero que luego del proceso de intervención se comprobó que se trataba de 81 sedes, ubicadas en diversas partes del territorio nacional y que podían haber entre 50.000 y 100.000 personas afectadas, aunque luego se comprobó durante el proceso de intervención que hubo 354.000 perjudicados, mencionando que el número de los reclamantes aceptados fue de  258.000.

El Dr. Gómez dijo que CAS no tenía autorización para efectuar operaciones de captación de dineros, lo que propició la liquidación de esa empresa, que fue efectuada con base en los decretos que expidió el Gobierno Nacional para hacer la toma de posesión; su intervención administrativa para devolver los dineros y posteriormente la liquidación de la captadora. 
Expuso que actuó como liquidador de esa firma hasta el mes de julio de 2010  y que al momento de tomar posesión de la persona natural y sus establecimientos de comercio, sólo se conocía a Proyecciones DRFE, y luego se advirtió la existencia de la comercializadora del mismo nombre, que tenía como objetivo hacer préstamos a los inversionistas para compra de vehículos e inmuebles.
Dijo que las relaciones entre la captadora Proyección DRFE y la Comercializadora DRFE consistían que parte de los dineros que captaba la primera empresa nombrada iban a la comercializadora que tenía el mismo nombre. 
Hizo referencia a las normas que se expidieron para hacer efectiva la intervención de esa empresa, e indicó que de acuerdo a sus  conocimientos como administrador, esa compañía no tenía ninguna viabilidad ya que estaba totalmente quebrada, fuera de que no poseía contabilidad ni base de datos. Expuso que DRFE debía tener 6 billones de pesos en inversiones de las cuales sólo  se reclamó el  45% y que los bienes a nombre de CAS, sólo ascendían a $110.000. 
Dijo que era difícil identificar los cuadros directivos de DRFE, ya que  sólo se sabía que su cabeza era CAS y existían otras personas que tenían cargos de dirección o manejaban las 81 oficinas y las franquicias, por lo cual no fue posible hacer un organigrama de la empresa antes de su toma de posesión. Dijo que tampoco se conoció  si existía alguna documentación relacionada con manuales de funciones o que estableciera un orden jerárquico dentro de esa  organización que no poseía la infraestructura organizativa de una empresa normal.

Manifestó que en su concepto, las decisiones al interior de DRFE las tomaban CAS y algún grupo de personas cercanas a él, y que al no existir un manual de funciones o documentos similares, o una estructura empresarial, los empleados de DRFE, sabían “por  costumbre”  de  quien recibían órdenes. 

Reiteró que había participado en el proceso de intervención por designación que le hizo la Superintendencia de Sociedades, ya que la empresa DRFE estaba inscrita en la Cámara de Comercio, y era de propiedad de CAS , como persona natural.
6.5.3 La investigadora Carla Cristina Castro Moscoso
 adscrita al CTI, dijo haber intervenido en la investigación que se inició por el caso DRFE y se refirió a las operaciones que adelantó esa empresa en esta ciudad, que tenían que ver con la captación de dineros del público por los cuales se pagaban altos intereses, lo cual pudo verificar al ingresar a las instalaciones de esa empresa llamada DRFE, agregando que al acceder a bases de  datos y sistemas de información pública, se pudo comprobar que DRFE había abierto 74 sedes de la empresa a nivel nacional, y que la mayoría de ellas habían tenido apertura en agosto a septiembre de 2008.  Expuso que en razón de la captura de la señora Margarita Mélida Tovar, que era la  administradora de las sedes de D.R.F.E., en Pereira y Dosquebradas, se desarrolló un programa metodológico, dentro del cual se le ordenó que viajara a Pasto, para investigar sobre las actividades de esa compañía y del señor CAS,  con base en lo cual se generaron sucesivos informes. Dijo que se había establecido que esa empresa operaba en 11 departamentos y que su intervención generó un impacto económico y social de gran magnitud en Nariño y en el Putumayo, donde estaban ubicadas la mayoría de las sedes de DRFE, fuera de que se presentaron casos de homicidio; desaparición y secuestro de personas, y recesión económica, además de un sinnúmero de acontecimientos que afectaron la vida de las personas que habían invertido en DRFE y perdieron su dinero, lo cual pudo comprobar en la ciudad de Pasto.

Dijo que se pudo establecer que “Proyecciones DRFE” y la comercializadora del mismo nombre, tenían un solo representante legal que era  CAS  según los registros de la Cámara de Comercio de Pasto, y que la procesada COSE tenía un cargo de manejo y de confianza dentro de la organización ya que era la gerente regional para  Pasto y Nariño, lo que se verificó con empleados de DRFE que estaban bajo sus órdenes y laboraban en su misma sede, por lo cual se podía concluir que COSE era una de las directivas de la citada compañía y que además existían documentos en el proceso matriz que se adelantó, donde la acusada figuraba como gerente o empleada de DRFE y  manejaba junto con Víctor Bastidas a los “franquiciantes” y asesores externos para esa compañía, que se encargaban de la captación ilegal de dineros que luego eran transferidos a la Comercializadora DRFE. 
Manifestó que en  Pasto existían cinco sedes de DRFE y otras 27 o 30 en el resto de Nariño, y que la procesada COSE se encargaba de ejecutar los mandatos del señor Suárez e incluso existían órdenes escritas dirigidas a ella, que se obtuvieron en las entrevistas tomadas a los titulares de franquicias e inversionistas de DRFE.

Expuso que dentro del mecanismo de franquicias que utilizaba DRFE, los “franquiciantes” se encargaban del recaudo de los dineros, y que el  90% de lo captado era entregado al señor CAS; que ese grupo era manejado por COSE y por Víctor Bastidas, y de allí se desprendía otro grupo que se denominaba “asesores externos”, que en buena parte eran servidores públicos quienes igualmente recaudaban dineros para DRFE con la promesa de pagar altos intereses, quienes le cobraban un porcentaje a la empresa y cuando llegaba la fecha del pago le llevaban el dinero a los clientes. Explicó que esos dineros eran transferidos luego a la Comercializadora de esa firma para darle visos de legalidad, para lo cual esa empresa ofrecía electrodomésticos, vehículos, inmuebles, servicios médicos y funerarios.

La investigadora Castro Moscoso reiteró que la persona al mando de D.R.F.E era CAS, siendo reemplazado en sus ausencias por la acusada y por el señor Víctor Bastidas; que COSE era la gerente  para Nariño y Pasto y que el señor  CAS, como dueño de DRFE, era quien establecía los porcentajes de intereses que se iban a pagar en un día o en mes determinado, órdenes que eran recibidas en Pasto y Nariño por la acusada y a nivel nacional por el señor Bastidas. Igualmente hizo referencia a las gestiones investigativas que le correspondió adelantar, que incluyeron los interrogatorios a algunos de los indiciados y entrevistas  a empleados e inversionistas de DRFE, en lo relativo a los orígenes de las actividades de captación  de dineros que adelantaban CAS y su esposa de esa época, Andrea Maricela Chazatar, hasta el inicio de operaciones de D.R.F.E., y su comercializadora en  Pasto, con base en la información que obtuvo en bases de datos públicas que eran de libre acceso. La investigadora hizo referencia a las actividades que se desarrollaron con relación a la  intervención que ordenó el Gobierno Nacional a efectos de que cesara la actividad ilícita que se estaba desarrollando.
Dijo que aunque no existían documentos que concretaran las órdenes de CAS, ya que estas eran verbales, o que para establecer el cargo directivo que ocupaba la procesada en esa empresa, se había  entrevistado a personas con funciones de  dirección y a empleados de D.R.F.E, y su comercializadora, al igual que a inversionistas de la firma, quienes manifestaron que COSE se encargaba de impartir directrices en esa compañía. Igualmente relató las labores  investigativas efectuadas para dar  captura a  la procesada, que resultaron infructuosas.
6.5.4 La investigadora del CTI  Claudia Patricia Reyes Salazar
, manifestó que en el año  2008 fue asignada al grupo investigativo de DRFE y su comercializadora que tenía su sede principal en Pasto (Nariño), la cual se expandió en otros departamentos. Dijo que el dueño de esa empresa era CAS; que existía un grupo directivo del cual hacía parte el señor Víctor Bastidas como gerente nacional y asesor jurídico, y que COSE se desempeñaba como gerente regional en Nariño, aunque esa estructura organizativa no figuraba en ningún documento. Hizo referencia a los mecanismos de captación de dineros que se realizaban a través de “franquiciantes” y asesores externos en diversas partes del país y sobre la comisión que estos recibían, en forma similar a la relatada por la investigadora Carla Cristina Castro Moscoso. Manifestó que en su calidad de dueño de la empresa, CAS daba las órdenes que debían cumplir sus subalternos.

Sobre las labores puntuales que desempeñaba la acusada COSE, dijo que ésta fue gerente regional de DRFE en Pasto, y que en ejercicio de ese cargo se comunicaba con las sedes; fijaba los porcentajes que se iban a pagar a los inversionistas como utilidades, que oscilaban entre un 50% y un 300%, conforme a las labores y los actos investigativos en que intervino en el caso de DRFE. Expuso que según el certificado de la Cámara de Comercio el señor CAS era el  representante legal de Proyecciones DRFE y que la Comercializadora DRFE se abrió para ofrecer bienes y servicios a los inversionistas y al público en general, y que esta empresa era manejada por James Iván Moncaleano.

Según su testimonio, la señora COSE no aparecía en el registro de la  Cámara de Comercio de la empresa DRFE, pero aclaró que sus funciones como directiva de esa compañía se establecieron por medio de entrevistas e interrogatorios a indiciados y  con documentos que ella firmaba como gerente, sin que tuviera presente la fecha de esos oficios. 
6.5.5 Diego Mario Zuluaga Osorio quien dijo laborar como asistente de la FGN
, expuso que en cumplimiento de funciones de policía judicial derivadas de su cargo,  había participado en el caso  DRFE en el año  2008, cuando trabajaba en la Fiscalía 24 Seccional que fue el despacho destacado para esa investigación, y que por tal razón recibió  informes investigativos y estuvo pendiente de las  pruebas que se iban practicando en otros procesos derivados de esos hechos. Hizo referencia a las connotaciones y el impacto económico y social que generó la actividad ilegal de esa empresa, su expansión a nivel nacional y su modelo organizativo, por lo cual el proceso penal adelantado fue considerado como de connotación nacional.
En lo que resulta relevante para este proceso manifestó que CAS era el gerente de DRFE y que la señora COSE tenía funciones directivas en esa empresa ya que estaba en “la segunda línea de mando”  después de Víctor Bastidas, lo cual se comprobó con entrevistas e interrogatorios en los que participó.
Con este testigo se introdujeron las copias de las sentencias de primera y segunda instancia dictadas contra CAS por los delitos de captación masiva y habitual de dineros por el juzgado penal del circuito especializado de esta ciudad y la Sala Penal del TS de Pereira, las cuales reconoció en medio de su declaración,  manifestando que se trataba de fotocopias sin alteración, y eran las mismas que había tomado de los documentos que le entregaron las autoridades que las expidieron, cuyos apartes leyó en medio del juicio. Esa prueba documental fue incorporada al juicio sin oposición de la defensa, como evidencia número 1 de la FGN.

Al ser contrainterrogado, reiteró que la señora COSE actuaba en ocasiones como jefe de personal y asesora externa de DRFE, lo cual se verificó con entrevistas a las personas que tuvieron relación directa con la citada dama. Dijo que su función era la de recibir  interrogatorios, entrevistas e informes de  policía judicial y analizar sus contenidos, y confirmó que en cumplimiento de esas funciones le había correspondido interrogar a CAS, a Victor Bastidas, a Luz Mery Solarte y a otros, de lo cual se deducía la participación de la procesada en la estructura de DRFE, como  lo dijeron  el mismo CAS y   Patricia Suárez, situación que además pudo verificar en varios de los cuadernos del expediente matriz donde se mencionaba a la señora COSE.

6.5.6 La señora Claudia Patricia Patiño Valencia, funcionaria de la FGN
, administradora financiera y perito en asuntos de investigaciones económicas y anticorrupción de ese organismo de Policía Judicial, expuso que en el mes de noviembre de 2008 había sido asignada al caso DRFE, donde intervino como perito contable. 

Dijo que se había realizado un estudio patrimonial al señor CAS como propietario de Proyecciones DRFE y a la  comercializadora DRFE que era un establecimiento de comercio que figuraba a nombre de dicha persona. 
El juez autorizó que la perito presentara su informe a través de un video.  A renglón seguido se refirió a sus conclusiones, manifestando que para el 11 de noviembre de 2008, Proyecciones DRFE, empresa de propiedad de CAS según los registros de Cámara de Comercio,  contaba con 74 sedes a nivel nacional y se dedicaba a la captación de dineros de la comunidad, sin tener autorización de la Superintendencia Financiera, hasta que se produjo su intervención en el mes de noviembre de 2008. La perito manifestó que los dineros que se recaudaban a nombre de esa compañía eran transferidos a la comercializadora DRFE.  Hizo una relación de las sumas  derivadas  de la captación ilegal de dineros, que fueron trasladados a la citada comercializadora desde el 7 de mayo de 2008 hasta el 11 de noviembre del mismo año, cuando se produjo la intervención de esa empresa, que cuantificó en la suma de $6.702.544.545, los cuales discriminó en su declaración. Expuso que las conclusiones de su informe se basaron en  la revisión de análisis y documentos obtenidos por las investigadoras de campo en los allanamientos y registros de las sedes DRFE y su comercializadora, indicando que pese a que en el objeto social de esa empresa se manifestaba que su actividad era la  comercialización de vehículos, viviendas e inmuebles, lo real fue que esa empresa fue creada para recibir y colocar los dineros que captaba “Proyecciones DRFE”.

En lo relativo al estudio patrimonial que se le hizo al señor CAS, manifestó que según el informe 025 del 30 de marzo de 2010 (referido en su exposición a través del video exhibido en medio de su declaración), en los meses de mayo y junio de 2008 se produjo una cancelación masiva a las cuentas de ahorros y corrientes de CAS,  por lo cual los bancos emitieron cheques de gerencia que para el 11 de noviembre de 2008 no habían sido pagados en su totalidad, es decir, que para esa fecha y a la expedición de los decretos de emergencia social que ordenaron la congelación de los bienes de CAS, en los bancos Agrario de Colombia, Bancolombia, Davivienda  y HSBC, existían recursos correspondientes a la emisión de títulos valores por un valor de $8.032.233.525 . 

Dijo que con el informe 086 de 2009 que correspondía a la comercializadora DRFE, se pudo establecer que CAS había invertido en esa firma, un total de $6.702.544.545 producto de la captación de dineros. Seguidamente hizo una relación del patrimonio económico de CAS, el cual relacionó y del incremento que éste tuvo en sus haberes entre los años 2007 y 2008, por un total de $24.627.754.070, teniendo en cuenta su declaración de renta para el año 2007.
La perito agregó que el dictamen referido se fundamentó en  documentación del sector financiero; la DIAN; Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos; de Tránsito y Transporte; y la Cámara de Comercio (se entiende que de la ciudad de Pasto), y de otra  documentación que se obtuvo a través de las investigadoras de campo y que fueran trasladadas para el análisis respectivo, para  cuantificar el  incremento patrimonial de CAS. Igualmente hizo mención al objeto social de la empresa “Proyecciones DRFE” y expuso que CAS también estaba inscrito como gerente de la comercializadora del mismo nombre.   

6.5.7 El ingeniero Jairo Santana Cardona
 perito en asuntos informáticos presentado por la FGN, manifestó que igualmente había intervenido en la investigación del caso DRFE, donde le correspondió recibir diversas evidencias, relacionadas con las actividades de esa empresa en 8 Departamentos, para lo cual rindió varios informes en razón de las sucesivas denuncias que se presentaron, por lo cual se le pidió al grupo de delitos informáticos que diseñara una base de datos para registrarlas, lo que se relacionaba con un informe que elaboró que contenía un listado de denunciantes; la información sobre la  inversión de cada persona y  sus datos.

El perito Santana Cardona  reconoció un informe del 21 de diciembre de 2009, manifestando que correspondía a la base de datos de denuncias que se realizó en la FGN, que tenía como anexo un CD con  dos archivos digitales, relacionados con las personas que formularon  denuncias, y la “tabla de información” sobre ellas con sus  respectivos montos, la cual fue exhibida en video en la audiencia pública.  Expuso que sobre los valores se trabajó en línea y que se podía visualizar la información sobre las transacciones y los ahorradores, explicando que la “tabla de ahorradores”, correspondía a las 74.333 personas que denunciaron e hicieron inversiones, que se debía relacionar con la  “tabla de inversionistas”, cuantificando su monto en la suma de $409.454.352.257. 
El perito reconoció otros documentos, manifestando que se trataba del informe de laboratorio CTI 74310 del 19 de mayo de 2009. Dijo que había realizado el análisis de los elementos y evidencias digitales y se extrajo la información que fue reportada en un medio digital anexo,  que era un CD rotulado y que a través de herramientas de software había marcado la información relevante.  
El señor Santana se refirió a otro informe de laboratorio del 19 de mayo de 2009, que fue exhibido en el juicio,  que en su parte relevante tiene que ver con documentos tomados de varios computadores que   demostraban la relación existente entre proyecciones DRFE y la comercializadora DRFE para lo cual mencionó diversos documentos así: i) una reseña de la comercializadora DRFE, relacionada con la visión y objetivos y expansión  de esa empresa, y sus sedes en Pasto, donde se mencionaban otros departamentos y municipios del eje cafetero entre las cuales se encontraban Armenia, Pereira y Dosquebradas;  y ii) otro informe de la comercializadora  DRFE dirigido a Andrea Chazatar, directora de talento humano de DRFE, por parte de James Moncaleano Bermúdez, del mes de septiembre de 2008, que permitió concluir al comité de investigación del caso que la citada comercializadora dependía de “Proyecciones DRFE”. 

6.6 En el juicio oral declararon otro grupo de testigos que tuvieron una relación directa con las actividades de la empresa DRFE por haber laborado a su servicio o haber sido franquiciantes o asesores de esa compañía. La síntesis  de sus testimonios en lo relativo a la existencia de las conductas punibles investigadas y la responsabilidad de la procesada es la siguiente:

6.6.1 Diana Patricia Suárez Erazo hermana de la procesada COSE, manifestó que había sido asesora externa  de la captadora DRFE, de propiedad de CAS que inicialmente funcionaba como “un correo” entre personas que invertían dinero con esta persona, para lo cual se encargaba de recibir las sumas percibidas y entregarlas a la persona que CAS delegaba para recogerlo en Bogotá.

Hizo referencia la estructura organizacional de DRFE, que era encabezada por CAS; Víctor Bastidas que era su asesor jurídico; la subgerente Andrea Chazatar esposa de CAS, y el señor James Moncaleano que gerenciaba la Comercializadora DRFE. 

Expuso que la citada comercializadora dependía de Proyecciones DRFE,  a través de la cual se hacían los recaudos  y  que  ofrecía servicios como la adquisición de viviendas, vehículos y  electrodomésticos, con parte de los dineros que ingresaban a  través de la captadora.

En lo que atañe a las actividades de su hermana COSE, manifestó que ésta se desempeñó como secretaria de CAS desde mayo de 2008, y que por causa de diferencias irreconciliables que se presentaron entre CAS en su calidad de dueño de DRFE, y su esposa Andrea Chazatar,  éste decidió colocar a COSE como gerente de la oficina de DRFE en Pasto, mientras conseguía a otra persona. La testigo precisó que esa designación fue influenciada por la vulnerabilidad de su hermana, que era una mujer con poca ilustración, ya que había estudiado para auxiliar de servicios odontológicos, sin que tuviera un conocimiento preciso acerca de sus funciones, aunque aclaró que  el  contacto que tenía con ella era para que la mantuviera al tanto de lo que sucedía en la comercializadora y en la captadora.
Dijo que había asistido a un par de reuniones de esa empresa en la ciudad de Pasto, la primera antes del cierre de la compañía y otra que se hizo en Bogotá, pero que su hermana no tuvo una participación esencial en ellas ya que se encontraba cumpliendo labores de logística. Agregó que COSE cumplía sus labores desde una oficina  ubicada en la ciudad de  Pasto, en la que se reunían CAS y Víctor Bastidas para determinar los porcentajes que se iban a pagar a los inversionistas, sin que conociera las directrices para ese pago de dividendos.
Expuso que cuando recibía dineros el porcentaje lo definía directamente con CAS o con su asistente, y si no hablaba con ellos, optaba por llamar a su hermana COSE para que los presionara y le devolvieran la llamada. La testigo expuso que la acusada no tenía mayor influencia en las decisiones que adoptaba CAS como dueño de la empresa y agregó que tres días antes de que se viniera abajo la  pirámide, le suplicó a su hermana que le contara que era lo que estaba pasando con la empresa, quien le dijo que se quedara tranquila y que todo se iba a normalizar, lo que le daba a entender que ella desconocía cual era la realidad interna de esa empresa, cuyo cierre se produjo la  segunda semana de noviembre de 2008.

Agregó que su hermana entró a laborar como secretaria de DRFE, percibiendo un salario acorde a ese cargo; reiteró que había reemplazado a  Andrea Chazatar; dijo que no sabía si su hermana tenía contrato de trabajo como subgerente de la oficina de DRFE en Pasto, ni cuál era su salario; que estuvo de tres a cuatro meses en ese cargo; que los porcentajes de pago eran establecidos por Víctor Bastidas y Carlos Alfredo Suárez; que no trataba ningún tema de dineros con su hermana; que tenía la impresión de que ella  desconocía muchas cosas de la empresa, ya que si enteraba de algo en Bogotá y la llamaba, le decía que le diera tiempo para averiguar y  que se presentaron roces entre COSE y Víctor Bastidas, por asuntos de manejos de la empresa, ya que Bastidas era el que escogía a los asesores externos.
La testigo expuso igualmente que tenía información de primera mano por ser más próxima a CAS y que días antes del “derrumbe” de la organización habló con su hermana ya que se sintió en la necesidad de responder por algunas personas a las que había involucrado en la captadora y como no obtuvo información, le preguntó a su prójima, reiterando que esta le había dicho que se quedara tranquila, ya que se trataba de una situación pasajera según lo que le había dicho CAS.
Insistió en que Víctor Bastidas era el encargado de manejar a los asesores externos de DRFE; que por tener esa calidad y no hacer parte de la organización no estaba en capacidad de precisar las funciones específicas de Bastidas y de su hermana, por lo cual no podía  precisar si en ese tiempo se desempeñaba como gerente de la oficina en Pasto y si tenía manejo de personal, ya que veces se encargaba de gestiones personales de CAS. Dijo que en una oportunidad vio a COSE dando órdenes a la asistente de CAS para algunos asuntos de la oficina, pero que no observó que cumpliera esa función cuando se celebraban reuniones con los asesores de DRFE.  

En lo relativo a las actividades que adelantaba DRFE expuso que las personas que invertían en Bogotá hacían consignaciones y desde Pasto les enviaban los recibos porque en Bogotá nunca existió oficina, y que CAS le había solicitado que les recibiera el dinero a las personas y que les diera el recibo, adquiriendo como beneficio un porcentaje del dinero recaudado. Explicó que esa era la función de los asesores externos, y que los vínculos y las transacciones se hacían directamente con las personas que le señalaba CAS, a quien le enviaba el dinero a través de personas vinculadas a su equipo de seguridad.

6.6.2 Lisbeth Andrea Valencia Quejuan
, quien se desempeñó como franquiciante de DRFE dijo haber sido sentenciada por los delitos de captación masiva y habitual de dinero y lavado de activos. Manifestó que en el año 2008 se desempeñó como administradora de una de las oficinas de DRFE ubicada en Sibundoy, Putumayo, durante el término de 6 meses. 
Dijo que DRFE era dirigida por CAS, quien daba las órdenes para el manejo de esa empresa, y que entre las personas que tenían cargos de dirección manejo y confianza se hallaba la señora COSE, quien  hacía las veces de vocera de las órdenes que impartía el propietario de DRFE, al igual que el abogado Víctor Bastidas. Manifestó que no sabía cuáles eran las  funciones específicas que se le habían asignado a la acusada, pero que ésta se encargaba de replicar las órdenes que daba CAS,  razón por la cual recibía las directrices a través de ella. Aclaró que conoció a Cristina Suárez y que desconoce si su nombre completo es Cristina Omaira, y que  trabajaba en la oficina del barrio Fátima de Pasto, y en diversas oportunidades le recibió documentación o informes sobre los movimientos de inversiones de DRFE o sobre sus empleados. 

Dijo haberse desempeñado como “franquiciada” de DRFE, cargo que consistía en administrar una de las oficinas de esa empresa, para lo cual recibía  dineros de las personas que querían invertir en esa firma y presentar los informes respectivos a CAS los cuales se le hacían llegar a través de la señora COSE a quien se refirió como “Cristina”.  Indicó que por los dineros que eran invertidos por las personas en la empresa se entregaba un rendimiento cuyo porcentaje era establecido e informado por CAS.
Expuso que para reportar y consolidar las inversiones de la oficina que ella administraba y la oficina central de DFRE, se hacía uso del correo electrónico, con una comunicación constante, que siempre era enviada al correo de CAS.

Reiteró que COSE siempre acompañaba al dueño de DRFE y que por ello la consideraba como una persona que aunque no era autónoma para tomar decisiones, si era “de confianza” dentro de la organización, ya que cumplía la labor de “puente” entre el propietario de DRFE y la oficina que ella administraba en Sibundoy. Agregó que había asistido a  reuniones en las que estaban la señora Cristina (COSE) y CAS, en la ciudad de Pasto, en las cuales se hablaba sobre el manejo de los dineros, la forma de llevarlos a las oficinas de DRFE en Pasto, y cómo se  hacían llegar los intereses o ganancias a la sede de Sibundoy.  
Expuso que no tenía conocimiento sobre las funciones asignadas a las personas que hacían parte de la estructura administrativa de esa empresa. Adujo que la acusada era una “receptora”, ya que era la encargada de recibir documentos, aunque no sabía si se había desempeñado como secretaria de DRFE, y que recibió órdenes de ella, sin que la testigo hubiera hecho una referencia concreta sobre las mismas. 
Precisó que la documentación que le entregaba a COSE siempre iba dirigida a CAS y consistía en un informe en el que aparecía el listado de los inversionistas y los montos de sus colocaciones, y que según su percepción  en el nivel de  mando y confianza de la empresa DRFE estaban Víctor Bastidas y COSE quien siempre permanecía en la empresa, en su sede principal, ubicada en el  sector de  “Fátima”, que era la sede principal de la empresa y donde se recibían los dineros.
En otros apartes de su declaración manifestó que COSE fuera de recibir documentación dirigida a la empresa, actuaba como recepcionista y tomaba notas en las reuniones. Agregó que esa persona no cumplía labores de “franquiciante” de DRFE, ni le dio órdenes directas sobre el destino que le debía dar al dinero captado o sus funciones,  ya que esos mandatos los impartía directamente CAS.  

6.6.3. El testigo Francisco Javier Peña Velasco
,dijo haber prestado servicios a la empresa DRFE a través de una empresa de contratación llamada Admitel, para manejar el aplicativo usado en las sedes de Pasto, para manejar y controlar el registro de los inversionistas de esa empresa, su monto y los réditos a pagar.  

En lo que interesa a la presente decisión, expuso que no tuvo contacto con los directivos o las personas de confianza de DRFE, aunque en una reunión conoció a CAS y a la acusada COSE, que tenía parentesco con el dueño de DRFE. Manifestó que según su percepción COSE era la  supervisora de las diferentes sedes de DRFE en Pasto, ya que pudo observar que la citada dama se desplazaba por las diferentes sedes, verificando su funcionamiento y la cantidad de gente que invertía, fuera de que impartía órdenes o instrucciones sobre el número de la cédula con la que se pagaba un día determinado o sobre la labor de los cajeros de la empresa.  
Igualmente manifestó que la acusada estuvo en una  reunión que se celebró días antes de que se suspendieran las actividades de DRFE, en la que estuvieron los administradores de las diferentes sedes de Pasto y de otras ciudades, en la cual se habló sobre el aumento de intereses que se iba a realizar, donde la señora COSE dijo que esa decisión la debían adoptar en conjunto, indicando el testigo que finalmente las decisiones eran tomadas por CAS.

Este testigo fue más puntual sobre las funciones que ejercía COSE al interior de DRFE, indicando que tenía un carácter fuerte y era estricta con el personal a su cargo, que incluía a la contadora y los cajeros de la empresa, lo cual pudo presenciar en varias oportunidades.  
De su declaración se deduce que pudo observar la conducta asumida por la señora COSE en el período en que le prestó sus servicios a DRFE, como contratista  de la empresa intermediaria Admitel LTDA, por lo cual le correspondió instrumentar el aplicativo en mención, labor que cumplió por cerca de cuatro meses en las sedes de Fátima, Cresemillas y Versalles en Pasto, donde vio a la acusada en cada una de esas sedes. Reiteró que había estado en una reunión donde participo la señora COSE, en la cual se formularon varias propuestas que según se deduce se relacionaban con el pago de los réditos que ofrecía DRFE, en la cual la acusada dijo que la directriz de hacer un aumento de estos al 150% debía ser unánime; que CAS dijo que se realizaría ese aumento que posteriormente se adoptó por consenso de  20 o más personas que asistieron a esa reunión, que formaban parte de la estructura administrativa de DRFE en Pasto y en el país. 
Igualmente dio a conocer que las operaciones de las sedes de DRFE en Pasto se manejaban manualmente, pero que luego se advirtió la eficacia del aplicativo, y que COSE ejercía actos de supervisión sobre el mismo y controlaba el cumplimiento de la jornada laboral en las sedes de DRFE.
6.6.4 La señora Doris del Carmen Albornoz Guerrero
 expuso que a partir del mes de junio de 2008 y hasta el mes de octubre del mismo año, se desempeñó como asesora de DFRE, indicando que el  gerente y propietario de esa empresa era CAS; que su abogado era Víctor Bastidas y que según se decía COSE se desempeñaba como subgerente de esa compañía y estaba encargada de organizar la parte administrativa de la empresa.

Refirió que asistió a las reuniones que organizó la señora COSE,  donde se discutía acerca del porcentaje de la empresa, o la hora en que los asesores debían llevar su boletín de trabajo diario, que debía contener el  nombre de los aportantes, el cual se entregaba a las 4:00 p.m. en la sede de Versalles, junto con el dinero recaudado. 

Reiteró que las directrices sobre el funcionamiento y la dinámica operativa de DFRE las daban CAS, Víctor Bastidas y COSE, y  expuso que se entendía directamente con la acusada ya que era la persona que tenía mayor presencia en la empresa, en la sede de Fátima, e incluso se decía que era prima de CAS, aunque agregó que nunca recibió órdenes directas de ella.

Se refirió a los mecanismos de captación de dinero señalando los intereses que se pagaban  a las personas que invertían en DRFE, que inicialmente oscilaron entre un 70 u 80% del capital, el cual fue incrementado a un 150% en el último mes de actividades de la empresa.  
Al ser interrogada por el delegado del Ministerio Público,  reiteró que la procesada COSE era la encargada de  organizar las actividades de la empresa DRFE y que cuando no estaba presente el señor CAS, quedaba encargada de la compañía en su calidad de subgerente, por lo cual emitía órdenes y cambiaba fechas de reuniones, aunque no conoció de ningún documento que le fijara esas funciones.

6.6.5 Por su parte Yulieth Vanessa Guerrero
 dijo que en el mes de abril de 2008 se había vinculado a la empresa DRFE, como auxiliar de archivo. Dijo que había conocido la estructura jerárquica de esa empresa y que su jefe inmediato era CAS; que había un abogado de nombre Víctor; que “Cristina Suárez” (COSE) era la secretaria de la compañía, de quien se decía que era prima de CAS y que había  otra persona que manejaba el personal. 
Expuso que inicialmente COSE se encargaba de manejar la agenda del propietario de DRFE, pero que en razón del crecimiento de la compañía empezó a tener un mayor grado de mando sobre los empleados. Dijo que le consultaba sus inquietudes a ella o Víctor Bastidas, que en su caso estaban relacionadas con el despacho de papelería, pues cuando el personal de las distintas sedes se acercaba a reclamar esos elementos, por lo cual se comunicaba con COSE  para resolver la situación ya que previamente CAS le había dado indicaciones sobre los artículos que debía entregar a cada sede.  Expuso que en ausencia del dueño de DFRE, COSE se encargaba de sacarlos de apuros o de dudas ya que impartía directrices sobre sus labores. Agregó que por causa del crecimiento de la empresa,  la acusada se trasladó al sector de  Fátima donde no sólo se desempeñaba como  secretaria sino que estaba  pendiente de los  trabajadores y la marcha de la empresa 

Dijo que CAS era el encargado de definir los porcentajes a pagar por las inversiones, y expuso que cuando se presentaron dificultades en la compañía se citó a una reunión con Víctor Bastidas sin la presencia de CAS, a la que asistió además la señora COSE, donde se les informó que el rédito de las inversiones sería aumentado al 100%, y que en esa oportunidad también se habló sobre la posibilidad de que por una semana los empleados pudieran invertir dinero ya que se iba a ofrecer ese rendimiento del 100%, reunión que fue dirigida por el señor Bastidas y la acusada y se celebró al final del segundo semestre de 2008. En otros apartes de su declaración reiteró que Víctor Bastidas y la procesada COSE se disputaban el mando de la empresa.

6.6.6 Gloria Adriana Martínez Narváez
 dijo haber trabajado en DRFE desde septiembre a octubre de 2008, en la sede de Fátima en Pasto,  como auxiliar de tesorería. Sobre la estructura jerárquica de DFRE, manifestó que su principal dirigente era CAS, y que luego seguían sus familiares entre los cuales estaba COSE, prima del dueño de la empresa, que era la  directora regional de la captadora de dineros. 

Se refirió a la relación entre Proyecciones DFRE y la Comercializadora DRFE, manifestando que esa última empresa funcionaba bajo el mando de la captadora y era allí donde se entregaban vehículos, electrodomésticos, y motos a los inversionistas, compañía que era manejada por un hermano de la procesada, y agregó que la sede de Medellín era administrada por Diana Suárez, quien también era hermana de COSE.

Al referirse a las funciones específicas de la acusada en la empresa en mención, manifestó que no conoció un manual específico de funciones en DRFE, pero que la acusada se desempeñaba como  su directora regional, ya que tenía un cargo de gerencia, dirigía las cuatro empresas que había en Pasto y la captadora de dineros, por lo cual la definió como “la  cabeza visible” de la empresa, labores que cumplía en la sede de Fátima, donde se la presentó la tesorera Diana Milena Vanegas, quien era su jefe inmediata, y dependía de COSE ya que CAS no permanecía en la ciudad, por lo cual la acusada asumía las funciones de gerente de DRFE. Se refirió a las labores que ésta desempeñaba indicando que por tener un cargo directivo autorizaba la  apertura de sedes, y revisaba la  captación que se hacía en cada una de las sucursales para lo cual recibía los informes que le enviaban los  diferentes administradores de las sedes. Expuso que los demás directivos se reunían a puerta cerrada en la oficina de COSE para tratar temas puntuales del funcionamiento de la captadora y sobre la apertura de nuevas oficinas. Dijo que no había tenido ningún  problema con la señora COSE y reiteró que la procesada ejercía   funciones directivas, ya que además tenía contacto directo con los asesores externos a los que supervisaba. Expuso que  hubo un evento público en el cual COSE fue presentada como gerente regional de DRFE. Sobre ese punto refirió que la acusada intervenía en la revisión de facturas, y compras, que ella realizaba y posteriormente se las presentaba a la tesorera de DRFE quien se las remitía a la señora COSE y que la misma tesorera le presentaba los fines de semana un informe detallado a la acusada sobre los gastos y entradas en dinero que tenía la captadora.  

6.6.7 La señora Martha Cecilia Escandón Díaz del Castillo
 manifestó que el 19 o 20 de septiembre de 2008 ingresó a trabajar como asesora externa de DFRE, donde por encargo de algunas personas recibía dineros para invertirlos, los cuales entregaba diariamente en las oficinas de DRFE. Dijo que entendía que su jefe inmediata era COSE  porque así le fue presentada y era la persona con quien se entendía ante cualquier inconveniente que surgía y quien impartía órdenes, y agregó que todos los asesores y el personal de las oficinas la reconocían como la gerente general de DRFE ya que señor CAS permanecía ausente. Expuso que la citada señora le daba un mal trato a sus empleados y decía ser prima de CAS. Reiteró que por las  funciones que cumplía se daba a entender que la acusada era la gerente de la empresa, aunque no conoció ningún documento relacionado con su vinculación laboral con DRFE, ni esta le fijó alguna función. Expuso que había asistido a una reunión con  los asesores de DRFE, donde la citada señora impartió órdenes, fuera de que los actos que realizaba llevaban a inferir que era la gerente de la empresa, ya que los empleados administrativos y los cajeros la trataban como tal.
6.6.8 El señor Fredy Enrique Alfonso Villamil
 manifestó que se   desempeñó como ingeniero de soporte en Pasto y de redes para la empresa DRFE a nivel nacional, hasta el cierre de esa firma. Indicó que a la cabeza de esa entidad se encontraba CAS; que Víctor Bastidas y COSE, prima del señor CAS, eran los subgerentes de la captadora y que actuando en esa calidad, la señora COSE lo autorizaba para comprar algunos insumos para la instalación de las redes o para contratar el personal que requería para su labor; que se   encargaba de pasar ronda por todas las sedes de la ciudad de Pasto; nombraba o despedía empleados y señaló que además le daba un mal trato al personal, señalando que al enterarse de que él tenía una relación con una de las empleadas de DRFE procedió a despedirla, ya que no permitía que hubiera afinidad entre sus subalternos. Agregó que la señora COSE era novia de Fernando N. quien administraba la sede de Versalles de DRFE.

Gran parte del testimonio del señor Villamil se centró en explicar las actividades de captación de dineros que efectuaba DRFE, que ofrecía intereses que oscilaban entre el 75% y el 150% en un plazo corto, cuyos porcentajes eran decididos por CAS.

Agregó que durante su vinculación a DRFE, estuvo presente en  algunas reuniones relacionadas con sus funciones, señalando que en una oportunidad acudieron CAS, y la señora COSE entre otras personas, para definir el lugar en el cual se iba a ubicar una sede de la captadora y los porcentajes que iban a recibir las personas encargadas de su administración, con la presencia de un capitán retirado de la Policía, y donde se decidió lo relativo al dinero que se iba a invertir que se lo prestaba DRFE  al capitán y la manera como lo pagaría con sus dividendos. Manifestó que en esa reunión intervino la señora COSE para decidir que personas se contrataban y con qué bolsas de empleo se conseguiría el personal requerido.

Aclaró que la secretaria de DRFE era una persona distinta a la acusada, cuyo nombre no recordaba y expuso que en ausencia de CAS, quedaban al mando de DRFE, de manera alternativa, Víctor Bastidas y la acusada, con quien tenía contacto casi a diario en la ciudad de Pasto, para tratar temas relacionados  con las instalaciones que estaba haciendo, las que faltaban y el dinero que se requería para ello, y agregó que recibió órdenes directas de COSE, cuando estaba de ingeniero de soporte en la sede de Versalles. Dijo que le constaba que la señora COSE recibía órdenes directas del señor CAS en lo relacionado con el pago de porcentajes, que la procesada le transmitía, por lo cual debía cambiar el software de la aplicación.
El testigo fue reiterativo al manifestar que “el jefe” (CAS) le transfería sus mandatos a la señora COSE, en lo relativo al pago de rendimientos, información que era retransmitida por la acusada y por  Víctor Bastidas, y que en ausencia del señor CAS, la procesada era quien se encargaba directamente hacer los ordenamientos. Dijo que no le constaba que la citada señora siempre tuviera que consultar sus decisiones  con el dueño de la empresa, ya que en unas ocasiones el señor CAS le autorizaba sus viáticos y en otros casos lo hacía directamente la señora COSE, como subgerente sin autorización del dueño de DRFE. Dijo que no le constaba que esa calidad derivara de algún documento, o una relación laboral con DRFE, sino de la forma en que se trataba o COSE o la manera como debía dirigirse a ella en calidad de subgerente, para consultar alguna determinación. Sobre la  citada delegación de funciones hizo referencia a un caso ocurrido en el municipio de Pitalito, donde se dio una orden de allanamiento y se llevaron una caja fuerte, manifestando que como el señor CAS no estaba, le  dieron la orden de que regresara a Pasto.
6.6.9 La señora Martha  Patricia Lozano Portilla
 manifestó que en el año 2008 fue contratada para trabajar con DFRE como cajera. Hizo una descripción de las labores que le correspondía adelantar en esa empresa, indicando que debía reportar sus actividades de verificación de los inversionistas con su cédula; el valor y fecha de pago; recibir las sumas recaudadas y hacer los pagos, lo cual reportaba entre otras  personas a Fernando N. quien era el administrador de su sede. 

Dijo que CAS era el dueño de la empresa, Víctor Bastidas se desempeñaba como asesor jurídico, y COSE era la subgerente de la empresa, según lo que le informó el administrador de su sede y agregó que esas tres personas estaban al mando de DRFE.

En el caso puntual de la acusada expuso que la señora COSE pasaba revista a las oficinas. Manifestó que había asistido a reuniones con la procesada, quien también les daba capacitaciones, aunque no recibió órdenes verbales o escritas de ella, salvo en una oportunidad en que le pidió que verificara unos recibos “escaneados” para que no se presentaran inconsistencias. Dijo que no conocía ni el contrato, ni la forma de vinculación de la procesada COSE con DRFE.

6.6.10 Finalmente declaró la señora Alexa Yanina Villota
 quien dijo que en el año 2008 se había vinculado a DRFE como auxiliar contable, actividad que desempeñó en los meses de abril a noviembre de 2008, cuando pasó a ejercer funciones de contadora en esa empresa en la  ciudad de Pasto.

Manifestó que DRFE no tenía un organigrama ni un manual de funciones definido, pero que “la cabeza de la empresa” era CAS,  quien estaba rodeado de muchas personas por lo cual era difícil determinar el cargo de cada uno de ellos. Mencionó a  Víctor Bastidas quien era el asesor jurídico, y otros asesores ubicados en la ciudad de Bogotá, que visitaban constantemente a CAS y expuso que no recordaba que lo acompañara alguna persona de sexo femenino.

Dijo que estuvo presente en reuniones con asesores contables que venían de la ciudad de Bogotá y que la parte contable de la entidad, que era donde laboraba estaba a cargo de una cooperativa de trabajadores que se ocupaba de los pagos por pensión, salud y todo lo relacionado con la vinculación con DFRE, con la coordinación de una empleada de esa entidad, de la cual dijo no recordar su  nombre, por lo cual se limitó a describirla, y agregó que no sabía que tuviera nexos familiares con CAS ya que sus contactos con esa persona los hacía a través de correos electrónicos donde se le informaba sobre la liquidación de la nómina que se hacía mensualmente. Manifestó que no recibía órdenes de la persona a la cual se refirió, ni la viró                                                                                realizar actividades diferentes a las señaladas dentro de la empresa DRFE.

6.7 En este caso la argumentación central de la recurrente, no se dirigió a controvertir el contexto fáctico del escrito de acusación, en lo relativo a los hechos que propiciaron la intervención de Proyecciones DRFE, en razón de la actividad inicial de captación ilegal de dineros que se realizó a través de esa empresa, cuyo representante era el señor CAS, ya que la misma impugnante estima como cierto el hecho de que este fue condenado por las conductas punibles que se derivaron de los actos de captación masiva y habitual de dineros, ni controvirtió las pruebas con las cuales se demostró que el mismo CAS, en su calidad de propietario de DRFE, obtuvo un incremento patrimonial a $24.000.000.000, entre los años 2007 y 2008, como producto de las actividades ilícitas que se adelantaron a través de las empresas Proyecciones DRFE y la comercializadora del mismo nombre.
Por lo anterior y en aplicación del principio de limitación de la segunda instancia, la Sala debe ocuparse de definir el tema relacionado con la demostración de las conductas punibles por las que fue sentenciada la señora COSE y si se demostró su responsabilidad como autora de las mismas en los términos del artículo 381 del CPP.

8. Hecha esta precisión se debe manifestar que la recurrente se centró en discutir la valoración probatoria que se hizo en la decisión de primera instancia, en lo relativo a la responsabilidad de su representada por las conductas por las cuales fue sancionada, para lo cual manifestó en esencia lo siguiente:

· Que la FGN no pudo demostrar en el juicio, que COSE  hubiera unido su interés y su voluntad con CAS, para desarrollar una empresa criminal de la magnitud de DRFE, ya que su representada era una simple empleada de esa organización, que desempeñaba un cargo de bajo perfil como secretaria, pese a lo cual se le impuso una pena mayor a la que se le fijó al señor CAS, sin tener en cuenta que éste obtuvo un enriquecimiento ilícito por más de 24.000 millones de pesos, al tiempo que su mandante ni siquiera tenía  bienes inmuebles a su nombre. 
· No se allegaron pruebas que demostraran cuál era la labor que desempeñaba la Sra. COSE en la empresa DRFE, ya que los  testigos de la FGN no fueron precisos al referirse a las funciones que cumplía su representada en esa organización, toda vez no se anexaron evidencias independientes y autónomas sobre su participación en los hechos sino que se aportó prueba  trasladada del proceso que se adelantó contra CAS, siendo lo  más significativo que los testimonios de las investigadoras de la FGN que declararon en el juicio, sólo demostraron que CAS era el único propietario de DRFE, empresa que se encontraba registrada en la Cámara de Comercio de Pasto desde el año 2005, cuando la procesada no se encontraba vinculada a esa compañía, fuera de que no se introdujo prueba de carácter documental que demostrara cuales eran las labores que adelantaba la acusada en esa compañía. Adicionalmente, los   demás testigos que presentó el ente acusador tampoco  suministraron declaraciones de las cuales se pudiera deducir que efectivamente la Sra. COSE, tenía una posición directiva en esa empresa.
· En ese sentido la recurrente considera que en el fallo de primera instancia se valoraron de manera sesgada los testimonios de Diana Patricia Suárez; Francisco Javier Peña;  Lizbeth  Andrea Valencia Quejuan;  Julieh Vanessa Guerrero; que se omitió y se tergiversó el testimonio de Alexa Yanina Villota, quien tenía un conocimiento profundo de esa empresa, y expuso que la misma no tenía un organigrama de funciones; no se podían identificar a sus directivos; su parte laboral era manejada por una cooperativa de trabajadores, y quien declaró que no existió ninguna persona del sexo femenino que tuviera mando dentro de la organización, lo que llevaba a descartar el rango directivo que se le atribuyó a COSE. Igualmente dijo que la testigo Gloria  Adriana Martínez tenía animadversión hacia la Sra. COSE, por lo cual no había rendido una declaración espontánea en el proceso. 

· La censora  consideró que  solamente se había demostrado que su defendida, se desempeñó como secretaria de la empresa DRFE en Pasto, que era de propiedad de CAS y que las  personas que se encargaban de recaudar dinero para esa compañía en calidad de franquiciantes, asesores de oficina, representantes o gerentes de agencias de DRFE, actuaban de  manera autónoma en su labor de recaudo ilegal de dineros pese a lo cual se condenó a la acusada por esa conducta punible, aunque no obtuvo ningún enriquecimiento patrimonial derivado de esas labores de captación masiva y habitual de dineros, ya que tuvo una corta estadía en esa compañía y nunca acrecentó su patrimonio, en la suma de 24.000 millones de pesos como sí lo hizo el señor CAS.
· Igualmente controvirtió la condena por el delito de “concierto para delinquir en modalidad agravada”, que no se podía deducir de la simple vinculación de COSE como empleada de DRFE, que era una empresa que estaba constituida desde el año 2005, con un objeto comercial legal, por lo cual la acusada no tenía  por qué tener conocimiento sobre las actividades ilícitas de su propietario.
· La recurrente consideró que tampoco estaba demostrada la responsabilidad de su representada, frente al contra jus de lavado de activos, ya que nunca se demostró que la señora  COSE hubiera tenido intervención en los actos que se realizaron para “blanquear” el dinero captado a través de Proyecciones DRFE. 
· Así mismo controvirtió lo relativo a la falta de identificación de la acusada, manifestando que ante su condición de persona ausente, era probable que se estuviera juzgando a una persona diferente a la que refirieron los testigos de la FGN y formuló reparos sobre la tasación de las penas impuestas a la procesada.

8. En atención al concepto  de necesidad de prueba que se deduce de los artículos 372 y 381 del CPP y al  principio de limitación de la segunda instancia se entiende que la recurrente no se ocupó de controvertir la valoración probatoria que se hizo en el fallo de primera instancia
 sobre los siguientes hechos:
· Que con los testimonios de las investigadoras Carla Cristina Moscoso y Claudia Patricia Rayes Salazar, adscritas al CTI, se había demostrado la existencia de la empresa Proyecciones DRFE, que llegó a tener 74 sedes en el país, cuyo propietario era el señor CARLOS ALFREDO SUÁREZ, que se constituyó con el fin de efectuar una captación masiva de dineros del público, ofreciendo el pago de altos intereses, y que para efectos de darle visos de legalidad a las millonarias sumas que se recaudaban, las mismas eran transferidas a otra empresa denominada “Comercializadora DRFE”, que igualmente efectuó esa labores en esta ciudad, según la denuncia que en su oportunidad formuló el señor Jhon Diego Molina, quien  para el año 2008 se desempeñaba como Secretario de Gobierno de Pereira.

· Que con los testimonios de Claudia Reyes Salazar y Diego Mario Zuluaga se demostraron las actividades ilegales que adelantaba la empresa Proyecciones DRFE, cuya cabeza y representante  legal era el señor CAS, que se relacionaban con la captación ilícita a nivel nacional  de  dineros del público, y se establecieron las modalidades a través de las cuales se recaudaba el dinero, pagando intereses muy superiores a los que ofrecían las entidades financieras legalmente constituidas, que en ocasiones llegaban al 150% de la inversión, los mismos que eran transferidos a la comercializadora del mismo nombre, para dar apariencia de legalidad a esas operaciones, por las cuales fue condenado CAS en primera y segunda instancia, como responsable de los delitos de lavado de activos y captación masiva y habitual de dineros, en un proceso que tuvo terminación anticipada, lo que se demostró en el juicio oral.

· Que igualmente se había demostrado que existió un grupo delincuencial que operó para realizar la captación masiva y habitual de dinero de manera ilegal, con lo cual resultaron afectadas según una proyección que se hizo, cerca de 354.000 personas, de las cuales se logró hacer devolución de dineros aproximadamente a 258.000, según lo que expuso el Dr. Germán Gómez jurado, quien fue designado como interventor de esa empresa y que de acuerdo a lo narrado por este testigo, la cabeza principal de esa organización era CAS; que de ella formaban parte otros funcionarios administrativos; que en razón del manejo totalmente irregular de DRFE no se pudo conocer su verdadero funcionamiento, ni el monto total de los dineros que percibió que según un estimativo fueron aproximadamente 6 billones de pesos, de las cuales solo se reclamó el 45%.
· Que de acuerdo a lo expuesto por el testigo antes citado, mediante la  Resolución 1778 del 11 de noviembre de 2008, se dispuso la intervención del comerciante CARLOS ALFREDO SUÁREZ, propietario del establecimiento de comercio PROYECCIONES “D.R.F.E” con NIT No 13.069.704-1 y domicilio en la ciudad de Pasto- Nariño, encontrando que no tenía capacidad para ser captador de dineros y que al  determinarse como persona natural, la labor de liquidación de esa empresa la asumió la Superintendencia de Sociedades,  por el monto antes mencionado, y que igualmente a través de  Proyecciones DRFE y la comercializadora del mismo nombre, se adelantaron actividades ilegales, al no cumplirse con la reglamentación exigida por el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero para captar dineros del público.

· Que con el testimonio de la señora Claudia Patricia Patiño Valencia se había demostrado que CAS fue el creador y gerente de la empresa DRFE, y que durante los años  2007 y 2008, tuvo un incremento no justificado de su patrimonio en cuantía de $24.658.287.070, y que se arribó a esa conclusión al tener en cuenta la declaración de renta de su patrimonio, en el año anterior a la intervención de DRFE, prueba que no fue desvirtuada dentro del proceso.

8.1  En atención a lo expuesto anteriormente, se entiende que la defensa no cuestionó la ocurrencia en el mundo externo de las conductas antes mencionadas, e incluso acepta en su recurso el incremento patrimonial que obtuvo CAS en la cuantía antes señalada,   hasta el punto de asumir ese hecho como un argumento en favor de su representada COSE, indicando que no se había demostrado que la citada señora hubiera obtenido algún beneficio económico proveniente de las actividades de captación ilegal de dineros que fueron realizadas por el propietario de DRFE.
8.2 En lo que atañe al tema de la responsabilidad de la señora COSE hay que manifestar que se cuenta con pruebas directas entendidas en los términos del artículo 402 del CPP, derivadas específicamente en las manifestaciones que hicieron en el juicio oral una serie de personas que estaban vinculadas de manera directa o indirecta con la organización de DRFE y con sus operaciones en la ciudad de Pasto, que pudieron enterarse de primera mano del papel que desempeñaba la acusada en esa empresa por haber tenido contacto con ella durante el tiempo en que laboró al servicio de esa entidad que adelantaba actividades de captación masiva y habitual de dineros del público sin permiso de la autoridad competente. 

8.2.1 En ese sentido hay que manifestar inicialmente que para la Sala resulta especialmente relevante la declaración entregada por la Sra.  Diana Patricia Suárez Erazo hermana de la procesada, quien fungió como asesora de la captadora DFRE, e indicó que COSE se había desempeñado inicialmente como secretaria de esa empresa en el mes de mayo de 2008 en la ciudad de Pasto,  hasta que por disposición de CAS fue designada como encargada de la sede en esa ciudad. Esta testigo dijo que no tenía un conocimiento concreto de las funciones de su hermana en la compañía -situación que resultaba explicable ya que la señora Diana Patricia adelantó sus actividades como asesora de DRFE en Bogotá-, pero explicó que el nombramiento de la acusada como gerente de la oficina de DRFE en Pasto se originó por diferencias irreconciliables que se presentaron entre el propietario de la empresa o sea CAS y su esposa Andrea Chazatar, indicando además la testigo que su hermana era una mujer "vulnerable" por razón de su poca ilustración ya que había estudiado para auxiliar de servicios odontológicos. 

En ese orden de ideas hay que manifestar que pese a que la señora Diana Patricia trató de disminuir la importancia de la colaboración que prestaba COSE a las actividades que desarrollaba la captadora de dineros, indicando que ella no tenía mayor influencia en las decisiones que adoptaban CAS y Víctor Bastidas sobre las actividades de la empresa en mención, lo real es que de otros apartes de su declaración se desprende que si existía una proximidad entre la procesada y CAS en lo relativo al manejo de Proyecciones DRFE,  para lo cual resulta relevante la afirmación de esta testigo en el sentido de que días antes de que "se viniera abajo la pirámide" le había pedido a su hermana que le informara lo que estaba sucediendo en la empresa, quien le dijo que se quedara  tranquila, lo que en criterio de la declarante daba a entender que no tenía mayor conocimiento acerca del funcionamiento de la firma, que fue cerrada en el mes de noviembre de 2008. 

El testimonio de Diana Patricia Suárez Erazo se debe valorar especialmente en razón de sus lazos de consanguinidad con la señora COSE, y del mismo se deduce una situación contraria a la alegada por la recurrente, en el sentido de que la acusada solamente cumplía funciones de secretaria de la empresa en mención, pues se entiende que se debe otorgar credibilidad al dicho de su hermana -que incluso trato de favorecerla en su declaración-, en lo relativo a que la acusada se desempeñó como subgerente de DRFE en Pasto, ya que no se debe olvidar que fue precisamente en la capital de Nariño donde se centró una buena parte de la actividad de captación constante y generalizada ilegal de dineros del público que adelantó esa compañía, y que precisamente los interrogantes que le formuló la Sra. Diana Patricia a su hermana sobre la situación real de la empresa días antes de su intervención, dan a entender que la acusada tenía un conocimiento cercano de la situación por la que atravesaba DRFE en la recta final de sus actividades, que finalizaron con su intervención por parte del Gobierno Nacional.

8.3 Además al efectuar el análisis de la prueba testimonial  complementaria, proveniente de otras personas que tuvieron contacto directo con COSE durante el tiempo que duró su vinculación a DRFE, se pueden hacer las siguientes consideraciones:

8.3.1 La FGN aportó pruebas significativas el testimonio de Gloria Adriana Martínez Narváez quien expuso que la incriminada actúo como directora regional de la captadora  de dineros DRFE y que pese a que no conoció un documento específico que le fijara sus funciones,  la citada señora tenía un cargo de gerencia ya que dirigía  las cuatro sedes de esa empresa en Pasto,  por lo cual se refirió a ella como una de las "cabezas visibles" de esa compañía, lo que se explicaba ya que el señor CAS, propietario de DRFE, se ausentaba frecuentemente de Pasto, indicando esa testigo que estaba ligada por lazos familiares con la acusada, que COSE tenía un cargo directivo dentro de la organización y que por lo tanto estaba al tanto de la apertura de sedes de DRFE y de las operaciones de captación de dinero que se hacían en las sucursales de la empresa, ya que recibía los  informes que le enviaban los administradores de esas sedes.

8.3.2 Se debe tener en cuenta que sobre el cumplimiento de ese tipo de labores por parte de la acusada en DRFE, también declaró Martha Cecilia Escandón Díaz del Castillo, quien dijo haber sido asesora externa de esa organización y que su jefe inmediata era la señora COSE, ya que así le fue presentada; era la persona con quien se entendía directamente y que todos los asesores y el personal de las oficinas la reconocían como gerente general de la empresa, en vista de que el señor CAS generalmente permanecía ausente.

8.3.3 Por su parte Lisbeth Andrea Valencia Quejuan, quien dijo haberse desempeñado como franquiciante de DRFE, por lo cual fue  sentenciada por los delitos de captación masiva y habitual de dineros y lavado de activos, expuso que COSE ocupaba cargos de confianza en DRFE, indicando que entre otras funciones, la acusada se encargaba de replicar las órdenes que daba el propietario de esa empresa; de recibir los informes que se hacían llegar al señor CAS sobre la vinculación de inversionistas; que la acusada cumplía la función de  "puente” entre CAS y sus subalternos, y que participaba en reuniones donde se hablaba sobre el manejo de dineros recaudados, de la forma de llevarlos a Pasto y sobre cómo pagar los intereses o ganancias que se debían cancelar en Sibundoy, por lo cual tenía el mismo rango que Víctor Bastidas dentro de la organización.

8.3.4 Otros testigos como citados por la FGN, como Francisco Javier Peña Velasco, quien se encargó de manejar el aplicativo que se usaba para controlar los dineros que recaudaba DRFE y su registro de inversionistas, confirmaron lo relativo al ejercicio de labores de dirección por parte de la Sra. COSE, que incluían sus desplazamientos a las diversas sedes de la empresa en Pasto, lo cual resulta compatible con lo expuesto por la hermana de la procesada en el sentido de que COSE se desempeñó durante un período como subgerente de esa organización en Pasto, interviniendo en diversas labores que se pueden considerar como esenciales para el desarrollo de las actividades de captación ilegal de dineros, como la fijación de los porcentajes del pago de réditos a los inversionistas de DRFE, ya que este testigo afirmó que había estado presente en una reunión en la cual la acusada dijo que la directriz de hacer un incremento al 150% de los intereses debía ser adoptada en forma unánime, tal como se hizo por consenso de más de 20 personas que hacían parte de la estructura administrativa de DRFE en todo el país, agregando el testigo que COSE era quien le autorizaba la compra de los equipos para instalar el aplicativo al que hizo mención y que además se dedicaba a controlar el cumplimiento de la jornada laboral de los empleados de la empresa. 

8.3.5 También se debe tener en cuenta que el señor Fredy Enrique Villamil quien se desempeñó como ingeniero de soporte de la empresa DRFE, declaró por su parte, que a la cabeza de esa entidad se encontraban CAS, Víctor Bastidas y la procesada que era prima del propietario de la empresa, y que la citada señora le autorizaba la compra de insumos para el cumplimiento de sus labores, se encargaba de pasar ronda por las oficinas situadas en Pasto y nombraba y despedía empleados de la empresa.  Éste testigo entregó información relevante sobre las labores directivas que cumplía la acusada en esa organización, al manifestar que había estado presente en una reunión a las que asistieron CAS y la incriminada,  cuyo objeto era definir lo concerniente a la fijación de una sede de la captadora que iba a ser administrada por un capitán retirado de la Policía Nacional, en la cual se decidió lo relativo al dinero que DRFE le iba a prestar al citado capitán y la manera como éste lo pagaría con sus dividendos, agregando que en esa reunión intervino la señora COSE, para decidir qué personas se iban a contratar y con cuál bolsa de empleo se conseguiría el personal necesario. Además el testigo Villamil expuso que la señora COSE recibía órdenes directas de CAS, sobre los  porcentajes que se iban a pagar a los inversionistas, las cuales le eran transmitidas por la acusada para que cambiara el software de los aplicativos que se usaban para controlar las inversiones que los clientes hacían en DRFE.

8.3.6 Asimismo se recibieron otros testimonios que confirmaron el rol directivo que tenía la señora COSE, en la empresa captadora de dineros durante el tiempo en que estuvo vinculada a esa compañía, como la declaración que entregó Doris del Carmen Albornoz Guerrero quien expuso que ante las constantes ausencias del señor CAS, debía entenderse directamente con la procesada que era la persona que tenía la mayor presencia de la empresa e incluso se decía que era prima de su propietario. En igual sentido declaró Yulieth Vanesa Guerrero quien agregó que cuando se empezaron a advertir dificultades en la compañía se citó a una reunión en el segundo semestre del año 2008 en las cuales estuvieron presentes CAS, Víctor Bastidas y la acusada, donde se les informó que el porcentaje a pagar a los inversionistas era del 100% y se habló de darle la oportunidad a los empleados de DRFE para que invirtieran en la empresa. La misma testigo expuso en su declaración que la procesada COSE y Víctor Bastidas se disputaban el dominio de la compañía. También aseguró que la acusada se desempeñó como subgerente de DRFE en Pasto y que había asistido a reuniones con ella donde les daba capacitaciones, aunque no conoció su forma de vinculación laboral.

8.3.7 Finalmente hay que manifestar que en relación con las actividades de dirección que cumplió la incriminada en la captadora DRFE, la única testigo que se mostró elusiva fue la señora Alexa Yanina Villota, quien manifestó que la persona a quien podía señalar con un rango directivo de la empresa, fuera de su propietario, era a Víctor Bastidas; que no recordaba que existiera alguna persona de sexo femenino que acompañara a CAS; y que una dama que no identificó era la encargada de celebrar los contratos que se hacían con una cooperativa que se encargaba de los pagos por pensiones y salud a las personas que estaban vinculadas con DRFE, indicando que no sabía si esa persona tenía lazos familiares con el señor CAS, ya que los contratos sobre liquidación de nómina se hacían por vía correo electrónico y que su jefe directo era el  propietario de la empresa por lo cual nunca recibió órdenes de terceros.

8.4 Fuera de las pruebas anteriormente relacionadas, que como se expuso provinieron de personas que tienen la calidad de testigos directos de las actividades de la procesada COSE, por haber tenido  conocimiento de ellas en virtud de sus roles de franquiciantes y  asesores externos, que se encargaban de captar dineros para la organización, o por estar vinculados al aparato administrativo o logístico de DRFE, se cuenta con pruebas indirectas en lo relativo a las funciones que cumplía la acusada dentro de esa firma, que se pueden sintetizar así:

8.4.1 El señor  Germán  Gómez Jurado quien actuó como liquidador de DRFE, manifestó que por el conocimiento que tuvo la empresa derivado del ejercicio sus funciones, consideraba que las decisiones internas de esa organización eran adoptadas por su propietario CAS y por un grupo de personas que eran cercanas a él y que al no existir un manual de funciones; un cuadro jerárquico o documentos que demostraran el esquema organizativo de esa compañía, sus integrantes “por costumbre”, sabían de quien recibían órdenes para ejecutar sus labores.

Para la Sala, la manifestación de este testigo, resulta compatible con lo expuesto por la mayor parte de los declarantes antes citados,  en el sentido de que la señora COSE hizo parte del staff directivos de DRFE, efectuando las funciones que fueron detalladas en la abundante prueba testimonial practicada a instancias de la FGN, de la cual se hizo referencia en el apartado anterior.

8.4.2 Debe agregarse que esas manifestaciones fueron confirmadas con lo expuesto por la investigadora Carla Cristina Castro Moscoso, quien manifestó que como consecuencia de sus pesquisas, pudo comprobar que Proyecciones DRFE y la comercializadora del mismo nombre tenían un representante legal según los registros de la Cámara de Comercio de Pasto, y que la señora COSE ostentaba un  cargo del manejo y confianza dentro de esa organización ya que era la gerente regional para Pasto y Nariño, situación que pudo verificar con los empleados de DRFE que estaban a sus órdenes y que laboraban de su misma sede. Esa investigadora agregó que en el proceso matriz adelantado por las actividades de esa compañía, figuraban documentos donde la acusada aparecía como gerente de esa organización, encargada de cumplir las pautas que impartía su propietario CAS y de manejar además un grupo de franquiciantes de la  empresa, labor que realizó en compañía de Víctor Bastidas, de los cuales se desprendían los que eran llamados “asesores externos” que en buena parte eran empleados público que se encargaban de  recaudar dineros para DRFE. Esta funcionaria de Policía Judicial reiteró que la señora COSE tuvo un papel preponderante dentro de la organización ya que en compañía del abogado Bastidas se encargaba de reemplazar a su propietario CAS Cuando éste no estaba presente;    de establecer los porcentajes de pago de intereses a los inversionistas en las sedes que estaba bajo su dirección y de impartir directrices de la compañía. 

8.4.4 Debe agregarse que la declaración de la  investigadora Castro Moscoso fue confirmada en lo esencial con lo expuesto por la funcionaria del CTI Claudia Patricia Reyes Salazar,  sobre las labores puntuales que desempeñaba la procesada en la organización como gerente regional de DRFE en Pasto, agregando que ésta se comunicaba con las diversas sedes de esa empresa para fijar los porcentajes que se iban a pagar a las personas que colocaban sus dineros en esa empresa.

8.4.5 En términos similares se pronunció el testigo Mario Zuluaga, sobre las funciones directivas que ejerció la procesada en la citada empresa, manifestando que en ejercicios de actividades de investigación le correspondió recibir interrogatorios y entrevistas, al señor CAS, a Víctor Bastidas, Luz Mary Olarte y Patricia Suárez, de las cuales se podía deducir la participación que tuvo la Sra. COSE en la estructura directiva de DRFE, situaciones que pudo verificar en el expediente matriz adelantado, donde se mencionaba a la citada ciudadana. Se advierte que con este testigo se introdujeron las copias de las sentencias de primera y segunda instancia dictadas contra el propietario de DRFE, las cuales reconoció en el juicio.
8.5 En este estado de la exposición hay que manifestar que en el contexto fáctico del escrito de acusación se hizo referencia a las actividades de captación masiva y habitual de dineros que realizó la empresa “Proyecciones DRFE”, para lo cual se ofrecían altísimos intereses a las personas que colocaban sus dineros en esa empresa, los cuales eran trasladados posteriormente a otra compañía llamada Comercializadora DRFE. En ese documento se expuso que el propietario de esas empresas desarrolló esa actividad ilícita contando con el concurso de la procesada COSE como gerente regional de esa organización, quien efectuaba labores de asesoría y dirección, e igualmente se encargó de coordinar la labor de los franquiciantes de la empresa en mención desde febrero o marzo de 2008, quienes eran las personas que de manera constante captaban dineros del público que eran entregados a CAS, recibiendo como remuneración un porcentaje equivalente al 10%  de las sumas percibidas.
Igualmente se fundamentó la acusación en el hecho de que en el mes de octubre de 2008 el dueño de DRFE impartió orden perentoria a todos sus dependientes, bien fueran franquiciantes o administradores de sede, para que no reintegraran dineros a los depositantes y solamente aceptaran que las personas que habían hecho depósitos y se acercaran a reclamarlas pudieran reinvertirlos, con lo cual se preparó el terreno para la apropiación de los dineros de los clientes de esa compañía, en vista de que su propietario ya  estaba enterado de que la Superintendencia Financiera había iniciado visitas de inspección que iban a originar el cierre de su empresa,  por lo cual con el concurso de la Sra. COSE, quien tenía la calidad de cuadro directivo de la organización se contrataron abogados y contadores para que examinaran el estado de la compañía y las alternativas legales ante su inminente intervención, que se produjo efectivamente el 11 de noviembre de 2008 por orden de la citada Superintendencia, pese a lo cual con antelación a esa decisión estatal, DRFE continuó recaudando dineros bajo la modalidad enunciada.

En el escrito de acusación se manifestó igualmente que parte de las sumas que fueron captadas ilegalmente del público, fueron transferidas por CAS, con la participación eficiente de la acusada a otra empresa llamada comercializadora DRFE, que fue creada precisamente con los dineros de los depositantes para darle apariencia de legalidad a su origen Ilícito, con lo cual se incurrió en la conducta de lavado activos ya que esa comercializadora se dedicó a ofrecer diversos bienes y servicios con ese objeto, lo cual permitía subsumir la conducta de la acusada en el tipo del artículo 323 del CP en modalidad agravada según el artículo 324 ibídem.

A su vez el ejercicio de esas labores de captación masiva y habitual de dineros de manera ilícita propiciaron un rápido y elevado enriquecimiento del señor CAS, por lo cual también se presentó acusación contra la señora COSE por los delitos de enriquecimiento ilícito de particulares y concierto para delinquir en modalidad agravada. 
En tal virtud en la  audiencia preliminar que se adelantó el 30 de septiembre de 2011, previa declaratoria de persona ausente de la señora COSE, se le formuló imputación por  los delitos de captación masiva y habitual de dineros; lavado de activos agravado; enriquecimiento ilícito y concierto para delinquir en modalidad agravada, que fueron precisamente los consignados el escrito de acusación donde se convocó a juicio a la procesada como coautora de esas conductas punibles.

8.6 En ese orden de ideas hay que manifestar que para la Sala resulta claro que con la prueba practicada en el juicio oral se demostró que la señora COSE desempeñó un cargo directivo al servicio de la empresa DRFE de propiedad de CAS,  que se dedicaba a la captación masiva y habitual de dineros del público sin autorización, conductas que se venían efectuando de tiempo atrás y que se continuaron cometiendo durante el período en que la acusada tuvo el mando de unas sedes de DRFE en la ciudad de Pasto, donde se recibían los dineros que entregaban los inversionistas o franquiciantes de DRFE, y que además la acusada asumía labores de dirección de esa empresa en compañía de Víctor Bastidas, durante las ausencias del señor CAS, situación que fue comprobada con la abundante prueba testimonial que se refirió en precedencia, con la cual se demostró que la señora COSE no era una simple secretaria de DRFE sin poder de mando, como lo sostiene su respetada defensora, sino que desde el mes de mayo de 2008 hasta el cierre de esa empresa, fue promovida como gerente de esa organización en Pasto, como lo expuso su propia hermana Diana Patricia Suárez Erazo, cuyo testimonio se encuentra más allá de toda duda, en razón de los lazos especiales de consanguinidad que la unen con la procesada.

8.7 A su vez debe manifestarse que tal como lo consideró el juez de primer grado, para la Sala resulta especialmente relevante la prueba que introdujo la FGN con la señora Claudia Patricia Patiño Valencia, perito contable de ese organismo de policía judicial, a efectos de  demostrar la magnitud de las operaciones de captación masiva y habitual de dineros que realizó de manera ilegal la empresa DRFE, al no contar con permiso de la Superintendencia Financiera; los mecanismos que se usaron para recaudar esos dineros del público; el hecho que se tratara de ocultar su origen ilícito, acudiendo al mecanismo de trasladarlos a la otra empresa que se creó con el nombre de Comercializadora DRFE;  el valor de los bienes  derivados de la captación ilegal de dineros, en cuantía de $6.702.544.545, los cuales discriminó la perito citada en su declaración, y el incremento patrimonial que obtuvo CAS para los años 2007 y 2008 que fue cuantificado en la suma de $24.627.754.070.
8.8 Además se debe manifestar que con las pruebas que se introdujeron con el señor Jairo Santana Cardona, perito en asuntos informáticos presentado por la FGN, se estableció la información relativa al listado de los 74.333 denunciantes afectados por la conducta ilegal que se desarrolló a través de DRFE; la información sobre la inversión de cada persona y de sus datos; el monto de las transacciones de esa empresa determinado a través de la “tabla de ahorradores”, y la “tabla de inversionistas” de esa firma, que entregó un valor de $ 409.454.352.257. 

9. Con base en lo expuesto en precedencia se hacen las siguientes consideraciones en torno a la responsabilidad de la acusada por las conductas punibles por las que fue acusada en calidad de coautora:
9.1 Sobre la conducta de captación masiva y habitual de dineros:

Sobre la  conducta descrita en el artículo 316 del CP, en su redacción original, antes de la reforma introducida por el artículo 2º de la ley 1357 de 2009, se debe manifestar que de acuerdo a lo manifestado en CSJ SP del 12 de octubre de 2011, radicado 27640, este delito se considera como un tipo penal en blanco, por lo cual es necesario remitirse a otras disposiciones normativas, como el decreto 1981 de 1988. En esa decisión se manifestó lo  siguiente:

“El artículo 335 de la Constitución Política dispone que la actividad financiera o cualquiera otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados son de interés público "y sólo pueden ser ejercidas previa autorización del Estado". 

De conformidad  con el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, tal actividad únicamente puede ser cumplida por una institución financiera debidamente autorizada por la Superintendencia financiera.
 

(…) 
Se trata de un delito cuyo bien jurídico tutelado es el orden económico y social, de tipo pluriofensivo, con un sujeto activo indeterminado y de conducta instantánea, constituyendo el objeto material el dinero recibido, por lo cual, cualquier persona, natural o jurídica, sin requisitos especiales, eventualmente podría incurrir en ese ilícito. 

Como corresponde a un tipo penal en blanco, para establecer su estructura, debe acudirse a la disposición que determina los eventos en que una persona natural o jurídica desarrolla aquél comportamiento, la cual no es otra que el  Decreto 1981 de 1988, la que en su artículo 1°, expresa: 

“Para los efectos del Decreto 2920 de 1982 se entiende que una persona natural o jurídica capta dineros del público en forma masiva y habitual en uno cualquiera de los siguientes casos: 

“1.- Cuando su pasivo para con el público está compuesto por obligaciones con más de veinte (20) personas o por más de cincuenta (50) obligaciones, en cualquiera de los dos casos contraídas directamente o a través de interpuesta persona.

"Por pasivo para con el público se entiende el monto de las obligaciones contraídas por haber recibido dinero a título de mutuo o a cualquiera otro en que no se prevea como contraprestación el suministro de bienes o servicios. (subrayas fuera de texto).

"2.- Cuando, conjunta o separadamente, haya celebrado en un período de tres (3) meses consecutivos más de veinte (20) contratos de mandato con el objeto de administrar dineros de sus mandantes bajo la modalidad de libre administración. o para invertirlos en títulos o valores a juicio del mandatario, o haya vendido títulos de crédito o de inversión con la obligación para el comprador de transferirle la propiedad de títulos de la misma especie, a la vista o en un plazo convenido, y contra reembolso de un precio. (subrayas fuera de texto).

"Para determinar el período de los tres (3) meses a que se refiere el inciso anterior, podrá tenerse como fecha inicial la que corresponda a cualquiera de los contratos de mandato o de las operaciones de venta.

"PARÁGRAFO 1. En cualquiera de los casos señalados debe concurrir además una de las siguientes condiciones:

"a). Que el valor total de los dineros recibidos por el conjunto de las operaciones indicadas sobrepase el 50% del patrimonio líquido de aquella persona; o

“b). Que las operaciones respectivas hayan sido el resultado de haber realizado ofertas públicas o privadas a personas innominadas, o de haber utilizado cualquier otro sistema con efectos idénticos o similares.

"PARÁGRAFO 2.- No quedarán comprendidos dentro de los cómputos a que se refiere el presente artículo las operaciones realizadas con el cónyuge o los parientes hasta el 4o. grado de consanguinidad, 2o. de afinidad y único civil, o con los socios o asociados que, teniendo previamente esta calidad en la respectiva sociedad o asociación durante un período de seis (6) meses consecutivos, posean individualmente una participación en el capital de la misma sociedad o asociación superior al cinco por ciento (5%) de dicho capital.

"Tampoco se computarán las operaciones realizadas con las instituciones financieras definidas por el artículo 24 del Decreto 2920 de 1982".

(…)

No obstante lo anterior, tratándose como se dijo de un tipo penal en blanco, ese solo comportamiento no resulta suficiente para la estructuración del ilícito, se requiere, además que se den todas las condiciones establecidas en el Decreto 1981 de 1988, aspectos que no se acreditan, como quiera que la relación  de PIAMBA CASTRO con los interesados en los proyectos no lo fue por haber contraído obligaciones a título de mutuo, o cualquiera otra en que no se proveyera como contraprestación el suministro de bienes o servicios, tampoco por haber celebrado conjunta o separadamente en un período de tres (3) meses consecutivos más de veinte (20) contratos de mandato con el objeto de administrar dineros de sus mandantes bajo la modalidad de libre administración o para invertirlos en títulos o valores a juicio del mandatario, o por haber vendido títulos de crédito o de inversión con la obligación para el comprador de transferirle la propiedad de títulos de la misma especie, a la vista o en un plazo convenido, y contra reembolso de un precio.”

La Sala considera que en este caso obran  pruebas ya referidas, como el testimonio de la propia hermana de la procesada; lo expuesto por el interventor de DRFE Germán Gómez Jurado, y en especial el dictamen que se introdujo con la perito contable de la FGN Claudia Patricia Patiño Valencia, el cual se reseñó anteriormente, que demuestra que DRFE efectuó constantes recaudos de dineros del público, conducta en la cual tuvo injerencia la acusada COSE, en su calidad de gerente o administradora de sedes de esa compañía en Pasto y que esos dineros eran transferidos al propietario de DRFE, o sea al señor CAS.  Por ello se puede afirmar sin lugar a dudas que las actuaciones de la procesada como funcionaria con rango directivo de Proyecciones DRFE, estaban dirigidas a que las sumas captadas de manera ilegal, fueran a  parar a manos del dueño de esa compañía.

En ese orden de ideas debe entenderse que el Decreto 1981 de 1988 dispone que los actos de captación masiva y habitual de dineros pueden ser realizados por personas naturales o jurídicas y que según el decreto 2920 de 1982,  esta conducta se entiende realizada cuando: i) existe pasivo con el público con más de veinte personas o por más de 50 obligaciones por haber recibido dinero a título de mutuo o a cualquiera otro en que no se prevea como contraprestación el suministro de bienes o servicios, o cuando conjunta o separadamente se hayan celebrado en un período de más de tres meses más de veinte contratos de mandato con el objeto de administrar dineros de sus mandantes bajo la modalidad de libre administración, o para hacer el tipo de inversiones previstas en esa norma, para lo cual se debe tener en cuenta que de acuerdo a la prueba presentada en juicio se excedieron ampliamente los topes de personas y de obligaciones a cargo de DRFE, lo cual conduce a confirmar la sentencia impugnada,  en lo relativo a la condena que se le impuso a la señora COSE como responsable a título de coautora del delito de captación masiva y habitual de dineros descrito y sancionado por el artículo 316 del C.P que acarrea la consecuencia jurídica prevista inicialmente en esa norma, ya que en virtud del principio de irretroactividad de la ley penal no es posible aplicar a la procesada la sanción prevista en el artículo 2º de la ley  1357 de 2009 que es posterior a los actos que se le imputan.

9.2 Sobre el delito de lavado de activos agravado
En torno a la conducta descrita y sancionada por el artículo 323 del CP, hay que manifestar inicialmente que este delito se ha considerado como un tipo autónomo, siguiendo los lineamientos de la sentencia CSJ SP del 28 de noviembre de 2007, radicado 23.174 cuyos apartes pertinentes fueron citados en el fallo de primera instancia y que comporta la circunstancia de agravación establecida en el artículo 324 del CP, en atención al rango directivo que tenía la acusada en la empresa Proyecciones DRFE, desde la cual se transfirieron los dineros que fueron captados de manera irregular a la comercializadora DRFE, a efectos de darles apariencia de legalidad, sobre lo cual hicieron referencias específicas el interventor Germán Gómez Jurado quien dijo que parte de los dineros que recaudaba la primera firma nombrada iban a la citada comercializadora del mismo nombre, y la investigadora Carla Cristina Castro Moscoso quien dijo que esas transferencias se hacían para tratar de legitimar las operaciones ilícitas de recaudo ilegal de dineros del público, a través del ofrecimiento de bienes y servicios. 

Las anteriores manifestaciones se encuentran avaladas con el dictamen de la perito contable Claudia Patricia Patiño Valencia, que no fue controvertido por la defensa, el cual se analizó precedentemente, donde se hizo una relación de los dineros transferidos y se manifestó que la actividad real de la Comercializadora DRFE, era la de recibir los dineros que captaba Proyecciones DRFE, actividad en la cual tuvo notoria injerencia la procesada en el período en que se desempeñó como subgerente de las sedes de DRFE en Pasto, donde fueron llevados inicialmente una parte de las cuantiosas sumas que captaron los franquiciantes y asesores externos de DRFE, lo cual lleva a confirmar el fallo de primer grado donde se impuso una sentencia de condena a la señora COSE por la violación del  artículo 323 del CP, con la causal de agravación que prevé el artículo 324 ibídem.
9.3 En lo que atañe al tipo de concierto para delinquir en modalidad agravada, descrito y sancionado por el artículo 340, inciso 2º del CP. con la modificación introducida por el artículo 19 de la ley 1121 de 2006, que incluye los delitos de enriquecimiento ilícito y lavado de activos, debe tenerse en cuenta que se demostró durante el juicio oral que la señora COSE, tuvo pleno conocimiento de las actividades ilícitas que adelantaba Proyecciones DRFE, en lo relativo al recaudo constante de dineros de particulares sin autorización de la Superintendencia Financiera, lo cual se deduce de su condición preponderante dentro de la estructura de esa organización ya que se demostró que al igual que el Dr. Víctor Bastidas, ejerció durante un tiempo la segunda línea de mando dentro de Proyecciones DRFE, como gerente de las sedes de esa empresa en Pasto, e incluso reemplazaba en sus ausencias al dueño de esa compañía, por lo cual resultaba consistente la acusación que se formuló en su contra por la conducta descrita en el artículo 340-2 del C.P., en razón de la naturaleza autónoma de este delito, siguiendo el precedente CSJ SP del 24 de octubre de 2012, radicado 35116 que fue citado en la sentencia de primera instancia, en la cual igualmente se hizo referencia a CSJ del 23 de septiembre de 2003, radicado 17089, por lo cual no podría aducirse la existencia de un concurso aparente de tipos, que significara una violación del principio del non bis in ídem, en lo relativo a la condena que se impuso a la procesada por esta conducta contra la seguridad pública, en razón  de su sola pertenencia  a la organización delictiva conformada por CAS, y las personas que le seguían en la línea de mando de su empresa como la procesada COSE y Víctor Bastidas.

Debe tenerse en cuenta que según lo expuesto en CSJ SP del 23 de septiembre de 2003, radicado 17089: “El legislador consideró que el sólo hecho de concertarse, pactar, acordar, o convenir la comisión de delitos indeterminados ya es punible, pues por sí mismo atenta contra la seguridad pública y por ello extendió la protección penal hacia esa actividad, sin que sea necesario buscar un resultado específico para pregonar desvalor el tal conducta”. Retomando tal concepto, no queda duda de que CAS, Víctor Bastidas, la procesada COSE y las demás persona que tenían rango directivo en Proyecciones DRFE, estaban concertados para cometer el delito de captación masiva y habitual de dineros, que se podría considerar desde el punto de vista causal como el “delito madre” o “delito fuente” de toda la actividad delictiva investigada, en la medida en que fue ese constante recaudo del efectivo que los particulares colocaban en Proyecciones DRFE a través de los franquiciantes y asesores externos de esa compañía, lo que condujo a la transferencia de parte de esos caudales hacia la empresa Comercializadora DRFE, a efectos de darles visos de legalidad, lo que fundamentó la acusación contra la procesada por el delito de concierto para delinquir en la modalidad prevista en el segundo inciso del artículo 340 del CP.
Por ello se comparten las razones aducidas por el juez de primer grado para considerar que la procesada COSE si incurrió en esa conducta delictiva, en razón de su pertenencia a los cuadros directivos de la mencionada captadora de dineros que luego fueron  traspasados parcialmente a la comercializadora DRFE, a efectos de procurar su legalización, lo cual significa que la acusada tenía pleno conocimiento del origen ilícito de esas captaciones, que requerían necesariamente de su intervención durante el tiempo en que se desempeñó como gerente de esa empresa en Pasto, ya que resulta claro que existían vasos comunicantes entre DRFE y la citada comercializadora, en la medida en que los dineros captados eran llevados a las sedes de Proyecciones DRFE, que tenía cuatro sedes en la capital de Nariño, donde se centró buena parte de la actividad ilegal que se desplegó  para captar dineros del público, lo cual demandaba necesariamente del concurso de la procesada en las sedes bajo su mando para que se hicieran las transferencias a la citada comercializadora, debe agregarse que de las manifestaciones entregadas por la propia hermana de la procesada en el sentido de que días antes de la intervención de DRFE, le inquirió a COSE sobre cuál era el estado real de la compañía, obteniendo una respuesta tranquilizadora de su parte, se deduce claramente que la acusada era considerada como una de las  “cabezas visibles” de esa organización constituida para fines delictivos, lo que implicaba la concertación de la sentenciada con el propietario de esa empresa para cometer la gigantesca defraudación que se produjo como consecuencia de sus actividades ilegales, que necesariamente eran conocidas por la procesada, de acuerdo al testimonio antes referido, lo que lleva a confirmar la sentencia recurrida en lo relativo a esta conducta punible contra el bien jurídico de la seguridad pública.

9.4 Finalmente se debe manifestar que en lo relativo a la condena que se profirió contra la procesada, por la violación del artículo 327 del CP (enriquecimiento ilícito de particulares), en la modalidad de “enriquecimiento para otros”, que viene a ser una de las circunstancias de las conductas punibles previstas en el citado artículo, se debe tener en cuenta como se expuso anteriormente, que con la prueba allegada al proceso a través de la perito contable del CTI Claudia Patricia Patiño Valencia se comprobó que de acuerdo al estudio patrimonial que se le hizo al señor CAS, propietario de DRFE, éste obtuvo entre los años 2007 y 2008, un incremento patrimonial de $24.627.754.070, que de acuerdo a la prueba allegada no pudo tener un origen diverso a las actividades ilegales de captación masiva y habitual de dineros, que contaron con el concurso de la procesada COSE, en razón de las labores que adelantó como gerente de las sedes de DRFE en Pasto, adonde según se comprobó en el proceso, fueron llevados parte de los  dineros que recaudaban de manera ilegal, los franquiciantes y asesores de empresa.

En ese sentido se debe manifestar que pese a que no se pudo cuantificar el monto de los dineros que pasaron por las sedes de DRFE en Pasto, durante el período en que la acusada se desempeñó como su gerente en esa ciudad por inexistencia de registros contables, como lo expuso el Dr. Germàn Gómez Jurado, interventor de esa compañía, si es posible inferir que una parte de esos dineros tuvo que ser canalizado hacia la comercializadora DRFE, o sea hacia el mismo CAS, durante el tiempo en que la señora COSE se desempeñó en ese cargo en la capital de Nariño, por lo cual al igual que sucede frente al delito de lavado de activos, es posible predicar su intervención en la violación del artículo 327 del C.P., en la modalidad de coautoría impropia, como se explicará más adelante.

Del mismo modo resultaron atinadas las referencias que hizo el juez de primer grado sobre la jurisprudencia puntual de la CSJ (sentencia CSJ SP del 9 de abril de 2008, radicado 23754), sobre la posibilidad de la existencia de un concurso de conductas punibles entre el enriquecimiento ilícito -pese a su naturaleza subsidiaria- y el  llamado “delito fuente”, que en este caso vendría a ser la conducta descrita en el artículo 316 del CP (captación masiva y habitual de dineros), ya que en este caso quedó plenamente demostrado que el acrecimiento no justificado de los caudales del señor CAS durante los años 2007 y 2008, tuvo su origen en los actos descritos por el artículo 316 del CP, en los que intervino activamente la procesada COSE, en su calidad de gerente, subgerente o administradora de las sedes de Proyecciones DRFE en Pasto y al asumir labores directivas en esa  organización en los períodos de ausencia de su propietario.

10. De conformidad con lo expuesto anteriormente se puede concluir que como lo dedujo acertadamente el juez de primer grado, en este caso se reunían los requisitos del artículo 381 del CPP para dictar una sentencia condenatoria contra la señora COSE, como  coautora de los delitos de captación masiva y habitual de dineros, lavado de activos agravado, enriquecimiento ilícito y concierto para delinquir en la modalidad prevista en el inciso 2º del artículo 340 del CP, que en lo relativo a las tres primeras conductas punibles enunciadas corresponden a un evento de coautoría impropia, de acuerdo al inciso 2º del artículo 29 del C.P. ya que no se demostró que la procesada COSE hubiera intervenido directamente en los actos de recaudo de dineros de los inversionistas de DRFE, que fueron  realizados por los franquiciantes y asesores externos de esa compañía, que atendiendo a la proclividad humana por la ley del mínimo esfuerzo, captaban esas sumas bajo la promesa de recibir “dinero rápido, fácil y efectivo”, haciendo honor a las siglas de esa compañía.

10.1 Por ello la definición de la conducta de la procesada como coautora impropia de las conductas descritas en los artículos 316, 323 y 327 del CP., parte del hecho de que la sentenciada prestó un concurso esencial para que se materializaran esos delitos, para lo cual es necesario hacer el análisis de su conducta a partir de la dogmática penal, que ha establecido un concepto extensivo de la figura de la autoría, que determina la posibilidad de imputar una conducta bajo la fórmula de la coautoría impropia, siguiendo los lineamientos del artículo citado, según el cual no se requiere que cada uno de los involucrados realice materialmente la acción u omisión contemplada en el tipo penal –coautoría propia-, sino que quienes actúan bajo un acuerdo común, con división de trabajo criminal y de acuerdo con la importancia de su aporte, se convierten en coautores impropios del actuar contrario a derecho.

Para esos efectos se debe tener en cuenta que el concepto de coautoría impropia tiene un componente esencialmente axiológico ya que desde el punto de vista fenomenológico, la única forma de autoría es la material. Con base en esa premisa se considera entonces que la señora COSE realizó aportes esenciales para la realización de las tres conductas punibles antes mencionadas, que se deben examinar necesariamente frente a la fase ejecutiva de la conducta, como se expuso en la sentencia con radicado 36229 del 15 de febrero de 2012 de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia.
   

En ese sentido retomando los fundamentos del fallo de primera instancia, se advierte debidamente probada la esencialidad de la contribución de la señora COSE para que se hiciera efectiva la  gigantesca defraudación atribuida a CAS a través de la firma DRFE, lo que lleva a concluir que su caso se adecua al supuesto de coautoría  impropia deducido de la sentencia de primer grado, frente a los delitos ya mencionados, ya que esta forma plural de intervención en una conducta punible está determinada porque los intervinientes despliegan un comportamiento con base en un plan común
, que implica una división funcional de la actividad delictiva en la fase ejecutiva.

11. Sobre el recurso interpuesto frente a la pena fijada a la procesada
En el fallo de primera instancia se hizo referencia al artículo 31 del CP  para considerar que el delito que tenía la consecuencia jurídica de mayor entidad era el de lavado de activos agravado (artículos 323 y 324 de la ley 599 de 2000, modificado por la ley 1121 de 2006) que estaba fijada entre 96 a 264 meses de prisión y multa de seiscientos cincuenta (650) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales vigentes, pero que en razón de la circunstancia de agravación deducida en el escrito de acusación, conforme al artículo 324 ibídem, por tener la calidad de  dirigente o  de directiva de DRFE, la pena a imponer a la procesada se incrementaba de una tercera parte en el mínimo y la mitad en el máximo,  siguiendo lo dispuesto por el numeral 4º del artículo 60 del CP, quedando en consecuencia entre 128 a 396 meses de prisión.

Ahora bien el juez de primer grado consideró que en atención a la particular gravedad de las conductas por las que fue sentenciada la señora COSE, circunstancia que fue debidamente analizada en el fallo de primera instancia según lo expuesto a folios 31 a 32 del cuaderno No.  2,  no se podía partir del mínimo del primer cuarto de pena para el delito de lavado de activos en modalidad agravada (128 meses de prisión), por lo cual incrementó en 22 meses la sanción por el delito base para fijar la fórmula de concurso por las demás conductas punibles investigadas y en tal virtud partió de una pena básica de 150 meses de prisión y multa de 6.000 SMLMV,  que no excedió del mayor tope de pena del primer cuarto de este delito (195 meses de prisión Y 12987,5 SMLMV).

Seguidamente, atendiendo los lineamientos del artículo 31 del CP, dispuso: “…en consecuencia se aumentará en DIECIOCHO (18) MESES DE PRISIÓN y multa de MIL (2.000) (sic) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por la conducta de CAPTACIÓN MASIVA Y HABITUAL DE DINEROS. Por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO se aumentará en VEINTCUATRO (24) MESES DE PRISIÓN y multa de MIL (2.000) (sic) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Finalmente, por el delito de ENRIQUECIMIENTO ILICITO DE PARTICULARES se aumentará en VEINTICUATRO (24) MESES DE PRISIÓN y multa de MIL (2.000) (sic) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
En total la pena a imponer se concreta a DOSCIENTOS DIECISÉIS (216) MESES DE PRISIÓN Y MULTA POR VALOR DE 12.000 SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES a favor del Consejo Superior de la Judicatura.
Como penas accesorias concurrentes con la de prisión, se impone a la implicada la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la pena principal”

En ese orden de ideas, debe decirse que la SP de la CSJ ha considerado que en los delitos que afectan intereses colectivos es posible deducir una mayor gravedad de la conducta punible, que se puede reflejar en un incremento de la pena. A manera de ejemplo se cita lo expuesto en la sentencia CSJ SP del 23 de septiembre de 2003, radicado 17089  en lo que conoció como el “Caso Pomárico”, donde se expuso lo siguiente:
“En ese orden de ideas, la Corte pone de relieve la gravedad de los hechos investigados, en atención a las peculiaridades como fueron ejecutados, no solo porque se presentaron en el nivel mas alto del Poder Legislativo, sino porque produjeron grave daño sobre pluralidad de intereses de la sociedad colombiana. De una parte, debido a que la corrupción de los líderes de la comunidad genera descrédito en las instituciones y multiplica la sensación de  desesperanza en la ciudadanía, que se siente traicionada en sus más caros fundamentos, en los valores de la representación y la democracia, al contemplar inerme cómo los hacedores de las leyes pasan por encima de ellas, sin escrúpulo ni vergüenza, todo por hacer primar su ambición particular por sobre el interés general y público.

De otra parte, porque  los recursos malversados, dilapidados, desaparecidos y algunos de ellos apropiados por los procesados, si bien formaban parte del presupuesto de la Cámara de Representantes, la mayoría de ellos salieron del Fondo de Compensación Interministerial, que es dinero de toda la Nación, que normalmente está destinado a la atención de necesidades urgentes, desastres y calamidades naturales o culturales; o que de otro modo se habrían dedicado a la atención de prioridades insatisfechas, a la salud pública, a la educación, y al saneamiento básico”
En ese orden de ideas, se entiende que le asistió razón al fallador de primer nivel para incrementar en 22 meses la pena para el delito de lavado de activos agravado, ya que fue indudable el inmenso perjuicio que se causó al conglomerado social con las conductas en que intervino la procesada, conforme a lo expuesto en la parte introductoria del escrito de acusación
, donde se manifestó que las actividades ilegales de la firma DRFE: “…amenazaron con alterar en forma súbita, grave y desbordada el orden social y económico del país, lo cual obligó al Gobierno Nacional a adoptar medidas urgentes de carácter policivo y administrativo, en especial por parte de la Superintendencia Financiera, en aras de conjurar la grave alteración que se desató en varias ciudades del país, debido al airado reclamo de devolución de sus capitales por parte de los ciudadanos que depositaron sus dineros en la misma y que en su afán atacaron y destruyeron varias sedes y en medio de disturbios públicos, causaron graves daños a las mismas…”. Estas razones no fueron rebatidas por la recurrente y fueron demostradas debidamente, especialmente con los testimonios de las investigadoras Carla Cristina Castro Moscoso,  Claudia Patricia Reyes Salazar y el interventor Germán Gómez Jurado, por lo cual se considera que le asistió razón al A quo, para incrementar el mínimo de pena para el contra jus de lavado de activos en modalidad agravada, lo que lleva a confirmar la sentencia impugnada en este aspecto puntual. 
A su vez en lo relativo al alegato de la recurrente, en el sentido que: “Las multas que acompañan las penas principales no se tasaron proporcionalmente a la imposición de la pena de prisión, si el delito de lavado de activos la mínima multa es de 650 s.m.l.mv. y el sentenciador aunque hubiere aplicado el mínimo del primer cuarto puso 6.000 s.m.l.m.v.”  debe decirse lo siguiente:

En atención a la consecuencia jurídica prevista para la conducta de lavado de activos en modalidad agravada (artículos 323 y 324 del CP), la pena corporal  prevista en su cuarto mínimo va de 128 a 195 meses de prisión y la pena de multa oscila entre  650 a 12.987.5 SMLMV. 

Frente a este delito, sobre el cual se centra el recurso interpuesto, se tiene que el A quo partió del extremo mínimo del primer cuarto de pena o sea 128 meses de prisión que incrementó en 22 meses más en razón de la gravedad de la conducta punible investigada, que equivale al 17.18% de la pena mínima a imponer. 
Siguiendo el razonamiento del fallador de primer grado se debió hacer un incremento proporcional para la pena de multa que no podía ser tasada en 6000 SMLMV sino en un porcentaje similar al de la pena corporal fijada; en consecuencia la multa a imponer a la procesada por el delito de lavado de activos será reducida a 761.67 smlmv.
Pese a que el tema del proceso de dosificación de las penas de multas realizado por el A quo no fue objeto de recurso, para esta Corporación es imperante enmendar el yerro cometido por el funcionario de primer grado, pues no fue claro frente a los montos de la pena de multa a imponer, ya que los valores señalados en letras no corresponden a los dispuestos en números, por ello en aplicación al principio de la proporcionalidad, el aumento de la pena de multa para cada una de las conductas punibles concursantes, debe ser igual al que se aplicó para el delito de lavado de activos en la modalidad agravada, es decir, del 17.18% de la sanción mínima aplicable.    

Como ya se advirtió la pena de multa a imponer para el delito de lavado de activos será de 761.67 smlmv, la cual se aumentará en 1.17 smlmv por el punible de captación masiva y habitual de dineros, monto al cual se deben adicionar 3163.86 smlmv por el delito de concierto para delinquir agravado.
 
En lo que respecta al aumento punitivo de la multa por el delito de enriquecimiento ilícito de particulares, se debe establecer que el juez de primera instancia hizo caso omiso al contenido del artículo 327 del CP, el cual señala que la multa será correspondiente al doble del valor del incremento ilícito logrado, sin que supere el equivalente a 50.000 smlmv, razón por la cual el monto de la multa debía proyectarse a partir de los $24.627.754.070 que fue el incremento patrimonial del señor CAS, el cual obtuvo con la colaboración de la acusada, quien como ya se advirtió, actuó bajo la modalidad de la coautoría impropia frente a esa conducta punible. Sin embargo, y en aras de salvaguardar el principio de la no reformatio in pejus, la sanción de multa por el delito de enriquecimiento ilícito será de 1.000 smlmv. 
Atendiendo lo anteriormente enunciado, la pena de multa a imponer a la procesada será de 4.926,7 smlmv. 
12. En  lo que tiene que ver con la presunta falta de identificación de la procesada, alegada por su defensora, debe decirse que en el escrito de acusación se mencionó expresamente que la acusada era Cristina Omaira Suárez Erazo, titular de la C.C. 30. 744.827,  hija de Franco y Omaira.
  

Debe recordarse que el numeral 1º del artículo 337 del CPP, establece que entre los requisitos del escrito de acusación se encuentran los siguientes: “La individualización concreta de quienes son acusados, incluyendo su nombre, los datos que sirvan para identificarlo y el domicilio de citaciones”. 

Sin embargo, al examinar el acta correspondiente a la audiencia de formulación de acusación celebrada el 10 de enero de 2013
, se observa que la defensora de la procesada no formuló ninguna observación sobre ese acápite del escrito de acusación, es decir que no hizo uso de la facultad que le otorgaba el artículo 339 del CPP, para solicitar alguna aclaración, corrección o complementación del referido escrito, en los términos indicados en la norma antes citada, para efectos de exigir alguna prueba adicional sobre la identidad de la procesada.

En ese orden de ideas para la Sala no queda duda que la acusada fue debidamente identificada, no sólo en esa audiencia, sino desde la solicitud de audiencia preliminar celebrada el 12 de septiembre de 2012, en la cual se dejó constancia de que el delegado de la FGN solicitó: “que se declare persona ausente a la señora Cristina Omaira Suárez Erazo, quien ha sido previamente individualizada y emplazada…”,  sin que en esa oportunidad se hubiera hecho alguna manifestación en sentido contrario por parte de la defensa
, lo cual tampoco ocurrió en la audiencia celebrada el 30 de septiembre de 2011 donde se le formuló imputación a la señora Suárez Erazo por los delitos investigados y se solicitó la imposición de medida de aseguramiento
, actos que contaron con la asistencia de la distinguida profesional que funge como recurrente, lo que da a entender que no existe confusión alguna, en el sentido de que la acusada si fue identificada debidamente, y que la defensa como consta en el atestado de la audiencia preparatoria
, tampoco hizo uso de sus facultades en materia probatoria para demostrar que la persona acusada no estaba debidamente identificada e individualizada, por lo cual se considera que tampoco le asiste razón a la impugnante en este aspecto puntual de su recurso.

 Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia de primera instancia dictada por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Ibagué en contra de la señora Cristina Omaira Suarez, por los delitos de captación masiva y habitual de dineros (artículo 316 CP.);  lavado de activos en modalidad agravada (artículos 323 y 324 CP); concierto para delinquir en modalidad agravada (artículo 340-2 del CP), y enriquecimiento ilícito de particulares (art. 327 del C.P.) en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral primero de la sentencia de primer grado, en el sentido de que la sanción de multa a imponer es de 4.926,7 smlmn. 
TERCERO: Con base en lo decidido el 16 de octubre de 2015 ante el requerimiento que hizo el Fiscal F-3 DFALA de la ciudad de Bogotá, se librará orden de captura contra la sentenciada Cristina Omaira Suárez Erazo, para efectos de subsanar la omisión en que incurrió el funcionario de primera instancia que no profirió ese ordenamiento en el fallo que dictó el 17 de junio de 2014.
CUARTO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� De acuerdo con el artículo 1º del Decreto 663 de 1993, modificado por las Leyes 458 de 1998, 510 de 1999 y 795 de 2003, el sistema financiero y asegurador se encuentra conformado de la siguiente manera: a. Establecimientos de crédito. b. Sociedades de servicios financieros. c. Sociedades de capitalización. d. Entidades aseguradoras. e. Intermediarios de seguros y reaseguros. 





� “… (i).- De conformidad con los principio de “estricta reserva” y “tipicidad” (artículos 6� y 10� de la ley 599 de 2000) aplicados a la coautoría, se observa de manera inequívoca en el artículo 29.2 ejusdem, que para la configuración de esta forma de intervención en la conducta punible se requieren tres elementos: acuerdo común, división del trabajo criminal e importancia de los aportes.


(ii).- Acuerdo común� significa conexión subjetiva entre los intervinientes, la cual puede ser tácita o expresa. A través de aquel se genera una comunidad de ánimo dolosa entre los mismos. Dicho nexo se da alrededor de un plan común (no necesariamente detallado) y una resolución colectiva� en el objetivo de lograr la materialización de una o varias conductas punibles determinadas. 


Cuando la concurrencia de voluntades se orienta en la finalidad de cometer plurales (no singulares) delitos indeterminados o los específicos de que trata el artículo 340 inciso 1º y 2º de la ley 599 de 2000, la adecuación típica se traslada al comportamiento de concierto para delinquir.


(ii).- La división funcional del trabajo� criminal se consolida a través del acuerdo de voluntades. Por virtud de éste se reparte el todo en partes, en parcelas de esfuerzos que valorados ex ante y ex post permiten hablar de una acción compleja o conjunta formada por segmentos articulados que vistos en singular y por separado no se advierten suficientes para determinar la conducta punible de que se trate, pero que unidos la explican como pluralidad de causas o condiciones.


(iii).- La fragmentación de labores convergentes conduce a que el control del comportamiento delictivo no lo ejerce una persona sino todos los que concurren al designio delictivo de que se trate. Por ello los co-autores ejercen un co-dominio funcional. En esa medida sus realizaciones parciales son mancomunadas y recíprocas.


(iv).- Importancia del aporte.- Para la configuración del instituto se requiere en los términos inequívocos del artículo 29.2 de la ley 599 de 2000, que el aporte objetivo o material (pues no se puede hablar de coautoría por contribución moral o meramente espiritual) sea esencial, valga decir, necesario para la realización del hecho. 


Se entiende por tal, aquel sin el cual el plan acordado no tiene culminación porque al retirarlo se frustra o reduce de manera significativa el riesgo de su materialización, o al compartirlo se lleva a cabo.


Por oposición al apoyo funcional así considerado, suelen darse los accidentales, secundarios o subsidiarios en cuyo evento no puede hablarse de coautoría sino de complicidad.


La sola posibilidad de evitar la conducta punible no se erige como presupuesto fundamental de la forma de intervención tratada, pues ésta circunstancia al igual se le puede presentar al mero partícipe o incluso a terceras personas que se encuentran en el escenario a través de una voz de alerta a los vecinos o a la policía. De aceptarse el criterio en cita se corre el peligroso riesgo por demás contrario a la estricta legalidad de hacer extensiva la figura de la autoría compartida hacia personas que no cumplen con esa calidad.


(v).- Una de las maneras de hacer efectivo y concreto el juicio de valor acerca de si el aporte es importante o no en los términos establecidos en el artículo 29.2 ejusdem, consiste en hacer un ejercicio de abstracción y excluirlo del escenario funcional del evento objeto de juzgamiento. 


Si el comportamiento delictuoso no se produce o bien reduce de manera significativa el riesgo de su logro, se puede llegar sin dificultad a la existencia de la coautoría, y si al apartarlo aquel de todas formas se consumaría, la valoración a la que se puede arribar es que se está ante la presencia de una complicidad.  


(vi).- La contribución de esa calidad la que implica intervención de la persona, debe darse durante la fase ejecutiva� del delito, valga decir, entre el momento en que se inicia la realización del verbo rector que caracteriza la conducta punible de que se trate, esto es, la fase tentada y el instante de su consumación.


Desde la teoría del delito, se entiende que los itinerarios puramente ideativos de los comportamientos ilícitos no son punibles, porque ello traduciría penalizar las expresiones del pensamiento, por ello, un apoyo en esta etapa no constituye coautoría, tampoco cuando se evidencia en actos preparatorios. 


En igual sentido, por su obviedad no puede hablarse de autoría compartida más allá de la consumación o del último acto constitutivo de tentativa de la conducta punible…” Sala de Casación Penal, Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 2 de septiembre de 2009. Proceso Rad. 29221. M.P. Yesid Ramírez Bastidas





� “…En esa decisión se dijo que era posible  considerar coautores “…no sólo a los que ejecutan en sentido formal los elementos del tipo, sino a todos quienes aportan una parte esencial de la realización del plan durante la fase ejecutiva. A todos ellos “pertenece” el hecho, que es “obra” inmediata de todos, los cuales “comparten” su realización al distribuirse los distintos actos por medio de los cuales tiene lugar”





� Aunque enseguida conoceremos las excepciones, es algo generalmente aceptado que, para que haya coautoría, debe existir, como nexo subjetivo entre los actuantes, un plan común, entendido éste como un mínimo acuerdo entre los coautores, una coincidencia de voluntades, una resolución común del hecho, en definitiva, un dolo común en el sentido en que hablé de tal al tratar la teoría del acuerdo previo, sin que sea necesario un detallado plan o un acuerdo previo. Miguel Díaz y García Conlledo, La autoría en derecho penal, Barcelona, Editorial PPU, 1991, página 653.


	


� En segundo lugar, debe mediar una contribución, un aporte objetivo y esencial al hecho, de tal manera que éste sea producto de la división del trabajo entre todos los intervinientes, por ello se requiere un dominio funcional del hecho, pues cada uno debe ser una pieza fundamental para llevar a cabo el plan general. Por lo tanto, no se precisa que cada concurrente realice totalmente la acción típica, pero si es necesario a no dudarlo que el aporte esencial se lleve a cabo en la fase ejecutiva de la misma, pues de lo contrario se estarían penando aportaciones en las fases previas en contravía de un derecho penal de acto. Fernando Velásquez Velásquez, Derecho Penal, Medellín, Editorial Comlibros, 2009, página 902.


� Cuaderno 1 Folio 2 


� La pena mínima de multa para el delito de captación masiva y habitual de dinero es de 1 smlmv, y para el punible de concierto para delinquir agravado es de 2700 smlmv, que al ser aumentadas en la proporción del 17,18%, queda en 1.17 smlmv, y 3163.86, respectivamente. 
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